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INFORME DE LAS COMISIONES DE ECONOMIA Y DE OBRAS PUBLICAS, UNIDAS, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico aplicable al sector de servicios sanitarios.


_______________________________________________________








HONORABLE SENADO:








	Vuestras Comisiones de Economía y de Obras Públicas, unidas, en cumplimiento del acuerdo que adoptásteis en sesión celebrada el día 17 de junio de 1997, tienen el honor de informaros el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico aplicable al sector de servicios sanitarios.





	Es dable señalar que S.E. el Presidente de la República hizo presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, calificándola de "suma".








	Concurrieron, asimismo, especialmente invitados, el señor Subsecretario de Economía, don Oscar Landerretche; el señor Superintendente de Servicios Sanitarios, don Juan Eduardo Saldivia; el señor Luis Sánchez, asesor jurídico del Ministerio de Economía; el señor Claudio Juárez, asesor de la Corporación de Fomento de la Producción, y el señor Jorge Morales, asesor del Ministerio de Obras Públicas.





- - -





	Cabe dejar constancia que en caso de aprobarse las modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados al número 9 del ARTÍCULO PRIMERO (número 8 en el texto del Senado) y al número 5 del ARTICULO TERCERO -que en todo caso vuestras Comisiones Unidas proponen rechazar-, deben serlo con quórum especial, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República.








- - -





	A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones que introdujo la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado en primer trámite por el Senado, así como de los acuerdos adoptados por las Comisiones Unidas respecto de las referidas enmiendas.








ARTICULO PRIMERO





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo primero que, en sus treinta y un numerales, introduce modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios:





Número 2





	El número 2 aprobado por el Senado, en primer trámite constitucional, introduce, en sus dos literales, dos modificaciones al artículo 6º del D.F.L. Nº 382, las que consisten en lo siguiente:





	La letra a) sustituye, en el inciso primero del artículo 6º, la expresión “en el artículo 8º” por la expresión “en los artículos 8º, 63º, 64º y 66º”.





	La letra b) agrega al referido artículo 6º el siguiente inciso final:





	"Los prestadores que por aumento de su número de arranques de agua potable perdieran la condición señalada en el inciso primero tendrán un plazo de 12 meses para adecuarse a las normas exceptuadas, contado desde la notificación de la referida situación por parte de la Superintendencia.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó este numeral por un precepto que sólo agrega al artículo 6º el inciso final contemplado en la letra b) del número 2 aprobado por el Senado.








	Las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como miembro de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como integrante de las dos Comisiones, y Urenda, rechazaron la modificación introducida por la Cámara de Diputados, en concordancia con el rechazo que en su oportunidad acordaron respecto de la enmienda introducida al numeral 30, que se explicará en su oportunidad.

















- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, consultó el siguiente número 4, nuevo:





	"4.- Modifícase el artículo 8°, en la siguiente forma:


	a) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto final (.), que pasa a ser coma (,), lo siguiente: "calificadas por la Superintendencia.".


	b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


	"Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, las referidas sociedades podrán establecer, construir, mantener y explotar sistemas rurales de agua potable y alcantarillado, con autorización previa de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.".".





	Las Comisiones Unidas acordaron votar separadamente los dos literales que contempla este nuevo número introducido por la Cámara de Diputados.





	Respecto de la letra a), acordaron su rechazo. Votaron en contra de la enmienda los HH. Senadores señora Feliú, como integrante de las dos Comisiones, y señores Cooper, Prat, Siebert y Urenda. Se pronunciaron a favor de la modificación los HH. Senadores señores Bitar, como miembro de ambas Comisiones, Páez y Zaldívar, don Adolfo.





	En relación con el literal b), éste fue rechazado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones Unidas, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de las dos Comisiones, y señores Cooper, Ominami, como miembro de ambas Comisiones, Páez, Prat, como integrante de las dos Comisiones, Urenda y Zaldívar, don Adolfo.





	Sin perjuicio de lo anterior, vuestras Comisiones Unidas dejaron constancia de que comparten la idea contenida en la modificación introducida por la H. Cámara de Diputados, en el sentido de extender el objeto de las sociedades anónimas sanitarias, posibilitando que su servicio se pueda extender a zonas rurales, pero que no están de acuerdo con la redacción propuesta por esa Cámara, avanzando, además, su disposición para aprobar una norma de este tipo en el seno de la Comisión Mixta que deberá formarse de aprobarse por el Senado la proposición de rechazo.








- - - 





Número 5 Senado


(Número 6 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 5 el siguiente:





	"5.- Intercálase, en el artículo 9° bis, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente:





	“Lo dispuesto en el inciso anterior será aplicable a los trabajos de exploración que requieran autorización  y que sean autorizados por la Dirección General de Aguas para la captación de aguas subterráneas y se considerarán también obras de infraestructura sanitaria, cuando ellos sean claramente identificables con una obra de aprovechamiento para el servicio público sanitario.”.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó el inciso segundo propuesto por el siguiente:





	"Los trabajos de exploración autorizados por la Dirección General de Aguas para la captación de aguas subterráneas, se consideran también obras de infraestructura sanitaria, cuando ellos sean claramente identificables con una obra de aprovechamiento para el servicio público sanitario.".








	Las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señora Feliú, como miembro de las dos Comisiones, y señores Cooper, Ominami, como integrante de ambas Comisiones, Páez, Prat, como miembro de las dos Comisiones, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, acordaron rechazar esta modificación.





	No obstante el rechazo anterior, las Comisiones Unidas, por igual unanimidad a la recién señalada, acordaron hacer presente su disposición para aprobar en la Comisión Mixta que debiera formarse de aprobarse por la Sala el rechazo, el texto de la H. Cámara de Diputados, con una enmienda encaminada a agregarle que se aplicará la excepción a aquellos trabajos de exploración que requieran autorización y sean autorizados por la Dirección General de Aguas.

















Número 7 Senado


(Número 8 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 7 del siguiente tenor:





	"7.- Introdúcense, en el artículo 12º, las siguientes modificaciones:





	a) Sustitúyese el número 3 por el siguiente:





	“3. La identificación de las fuentes de agua y sus respectivos derechos, en el caso de la concesión de producción de agua potable. Lo referente a las cuencas de alimentación se regirá por las disposiciones respectivas del Código de Aguas. Los derechos de aprovechamiento de agua deberán ser de carácter consuntivo, permanentes y continuos. Asimismo, la empresa concesionaria deberá tener la propiedad o el uso de estos derechos, lo que deberá acreditarse en la forma y plazos que defina el reglamento.





	En caso de que existan dificultades para constituir derechos de carácter consuntivo, permanentes y continuos, la Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá considerar para estos efectos derechos de carácter eventual. La resolución de la Superintendencia deberá ser fundada y basada exclusivamente en consideraciones técnicas.





	En el caso de fuentes de agua subterránea la Superintendencia podrá exigir un informe actualizado que certifique el respectivo caudal. La entidad fiscalizadora podrá solicitar la presencia de uno de sus funcionarios durante las pruebas necesarias para dicha certificación.".





	b) Suprímese en el número 4 la expresión "y certificación".





	c) Suprímese el inciso final.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, suprimió el inciso segundo del número 3 sustituido mediante la letra a).





	Los representantes del Ejecutivo señalaron la conveniencia de aprobar esta enmienda, ya que el artículo 12º se refiere al otorgamiento de la concesión, y estiman preferible que para otorgarla la concesionaria disponga de derechos de aguas en forma permanente y continua, lo que asegura a los usuarios la continuidad del servicio. Agregaron que ello no impide que, ocasionalmente, las empresas sanitarias puedan operar, posteriormente, con derechos eventuales.





	El H. Senador señor Prat recordó que el Mensaje del Ejecutivo contenía una norma similar a la aprobada por el Senado y que la Cámara de Diputados suprime. Añadió que, en su opinión, tal norma presta flexibilidad al sistema y que la facultad de otorgar concesiones con derechos de carácter eventual queda entregada a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, la que podrá hacerlo en casos calificados, por resolución fundada y sólo en base a consideraciones técnicas, lo que daría seguridad a los usuarios respecto de la continuidad del servicio.





	La H. Senadora señora Feliú, coincidiendo plenamente con lo recién planteado, anunció su rechazo a la enmienda en debate.





	El H. Senador señor Ominami manifestó que, por tratarse del otorgamiento de la concesión, estimaba preferible el criterio seguido por la Cámara de Diputados, máxime cuando ello no impediría que posteriormente las empresas sanitarias utilicen derechos de agua de carácter eventual.








	La enmienda al número 7 fue rechazada por las Comisiones Unidas. Votaron por el rechazo los HH. Senadores señora Feliú, como miembro de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, como integrante de las dos Comisiones, y Urenda. Se pronunciaron por aprobar la modificación los HH. Senadores señores Bitar, Ominami y Páez, como miembro de las dos Comisiones.








Número 8 Senado


(Número 9 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente número 8:





	"8.- Agrégase a continuación del artículo 12º, el siguiente artículo 12ºA:





	“Artículo 12º A.- Presentada la solicitud de concesión y con el único fin de resguardar la coherencia entre los límites del área de concesión y las áreas de expansión urbana definidas en el correspondiente instrumento de planificación territorial, la entidad normativa pondrá dicha solicitud en conocimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y de las respectivas municipalidades quienes podrán, en el plazo de treinta días, plantear las observaciones que sean procedentes. En caso que no lo hicieren se entenderá que no tienen observaciones que formular. Lo dispuesto en este artículo no podrá significar, en modo alguno, un retraso en la tramitación de la solicitud de concesión.”.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, le introdujo al referido numeral las siguientes modificaciones: sustituyó en el artículo 12ºA propuesto la expresión "podrán, en el plazo de treinta días, plantear" por "deberán, en el plazo de sesenta días, emitir un informe con", e intercaló, entre la palabra "formular" y el punto seguido (.) que la sigue, la frase "sin perjuicio de las responsabilidades que se puedan derivar" antecedida de una coma (,).








	Puesta en votación la enmienda al número 8, votaron en contra de ella los HH. Senadores señora Feliú, como integrante de las dos Comisiones, y señores Cooper y Prat, como miembro de ambas Comisiones. Votaron a favor de la modificación los HH. Senadores señores Páez y Zaldívar, don Adolfo, ambos como integrantes de las dos Comisiones, y Urenda. Por haberse producido un empate se repitió inmediatamente la votación, obteniéndose idéntico resultado, por lo que, conforme a lo dispuesto en el Reglamento del Senado, la cuestión quedó para ser resuelta en la sesión ordinaria siguiente.





	Efectuada nuevamente la votación en la siguiente sesión, se registraron cinco votos de rechazo a las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados y uno a su favor. Votaron en contra los HH. Senadores señora Feliú y Cooper, como integrantes de ambas Comisiones, y Prat. A favor se pronunció el H. Senador señor Urenda.





	En mérito de lo anterior quedaron desechadas las modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados al número 8.








Número 9 Senado


(Número 10 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, adicionó, a continuación del artículo 12º A, el siguiente artículo 12º B, nuevo:





	“Artículo 12ºB.- Presentada la solicitud, la entidad normativa podrá ampliar los límites del área de servicio, sólo con el objeto de incorporar áreas intermedias o periféricas urbanizables cuya operación y desarrollo, desde el punto de vista técnico y económico, hagan conveniente la constitución de un sistema unitario, con incidencia en un menor costo para el usuario. En este caso, el solicitante podrá desistirse de su solicitud.”.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, agregó al artículo 12º B propuesto, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:





	"Asimismo, la Superintendencia, sobre la base de los informes a que hace referencia el artículo anterior, podrá reducir la zona de concesión solicitada en la parte que exceda el límite urbano definido en el respectivo instrumento de planificación territorial.  El solicitante, en dicha circunstancia, podrá desistirse de su solicitud.".





	Los personeros del Ejecutivo hicieron presente que el objetivo del nuevo inciso que propone la Cámara de Diputados es evitar que por la vía de las concesiones se incorporen al límite de lo urbano áreas que no están definidas así en los instrumentos de planificación territorial, precisando que se trata de hacer coherentes las facultades de la Superintendencia con lo dispuesto en el artículo 5º, que define los servicios públicos de distribución de agua potable y de recolección de aguas servidas señalando que ellos se prestan a través de las redes exigidas por la urbanización conforme a la ley.





	La H. Senadora señora Feliú expresó que, a su juicio, el inciso que pretende agregar la Cámara de Diputados es inconveniente, dado que el texto del artículo 12ºB aprobado por el Senado, que es una norma de excepción, dice relación con la posibilidad de ampliar, por razones técnicas o económicas, los límites del área de servicio, y el nuevo inciso plantea una hipótesis que nada tiene que ver con esto. Apuntó que el antecedente que tendría la modificación propuesta es la regulación de las ciudades de manera indirecta a través de los servicios sanitarios, sistema que considera inconveniente y distorsionador, dado que la regulación debe realizarse a través de mecanismos que aseguren claridad, en los respectivos planos reguladores.





	El H. Senador señor Prat manifestó su inquietud en torno al hecho de que la Cámara pudiera estar entregando facultades a la Superintendencia, en relación a la definición del área de servicio, más allá de los procedimientos que la propia ley contempla al respecto, introduciendo algunas materias ajenas al espíritu de la ley.





	El H. Senador señor Urenda hizo notar que le parece importante que existan la mayor cantidad de servicios de agua potable, y que desde ese punto de vista no parece lógico que, cuando alguien ofrece espontáneamente la prestación de un servicio, se le niegue la solicitud de concesión, limitando tal posibilidad que sólo ofrece ventajas.





	Por las razones precedentemente expuestas, las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Urenda y Siebert, rechazaron la enmienda propuesta para el número 9.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, consultó el siguiente número 11, nuevo:





	"11.-  Modifícase el inciso segundo del artículo 15, de la manera siguiente:


	a) Reemplázase la contracción "al" que antecede a la palabra "solicitante", por la expresión "respecto del".





	b) Sustitúyese la frase final "se le aplicará lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 8º del mencionado decreto con fuerza de ley.", por la siguiente: "deberá constituirse la comisión de expertos contemplada en el artículo 10° del decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, la cual deberá pronunciarse en la forma establecida en dicho precepto legal.".".





	Las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como miembro de ambas comisiones, y señores Bitar, también como integrante de las dos Comisiones, Cooper, Prat, Siebert y Urenda, concordaron con la idea que inspira la adecuación que plantea este número, en su letra b), fruto de las modificaciones efectuadas al D.F.L. Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas. Sin perjuicio de lo anterior, y por no estar de acuerdo con el texto aprobado por la Cámara de Diputados, rechazaron la inclusión de este nuevo numeral, con el objeto de poder perfeccionar su redacción en la Comisión Mixta.








- - - 





Número 10 Senado


(Número 12 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 10 una norma que agrega, en el artículo 16, los siguientes incisos, nuevos:





	"El plazo a que se refiere este artículo, se interrumpirá cuando el interesado esté en mora de cumplir con los antecedentes exigidos por el artículo 14º de esta ley y que le hubieren sido solicitados por carta certificada de la entidad normativa.





	En todo caso, el plazo para evacuar el informe de la Superintendencia al Ministerio de Obras Públicas no podrá exceder de 180 días.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó el número 10 por el siguiente:





	"12.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 16º:


	a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


	"El informe se pronunciará sobre el programa de desarrollo y los demás antecedentes presentados por el solicitante y propondrá la dictación del decreto de otorgamiento de la concesión, si estima procedente.".





	b) Incorpóranse los siguientes incisos nuevos:


	"El plazo a que se refiere este artículo, se interrumpirá cuando el interesado esté en mora de cumplir con los antecedentes exigidos por el artículo 14º de esta ley y que le hubieren sido solicitados por carta certificada de la entidad normativa.





	En todo caso, el plazo para evacuar el informe de la Superintendencia al Ministerio de Obras Públicas no podrá exceder de ciento ochenta días.





	Existiendo no más de un solicitante que haya presentado los antecedentes, conforme a lo dispuesto en el artículo 14°, la Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá, dentro de los primeros sesenta días del plazo referido en el inciso primero, requerir aclaraciones y/o justificaciones de los mismos, las que deberán ser evacuadas por el solicitante dentro del plazo de sesenta días. En este caso, se suspenderá el transcurso del plazo de ciento veinte días con que cuenta la entidad normativa para informar al Ministerio de Obras Públicas.





	En el caso que se constituya la comisión de expertos a que se refiere el inciso segundo del artículo precedente, el informe a que alude este artículo deberá emitirse dentro de los treinta días siguientes a la resolución de la referida comisión.".".








	Los representantes del Ejecutivo explicaron que el numeral sustitutivo propuesto por la Cámara de Diputados contiene tres elementos relevantes en relación con el precepto aprobado por el Senado, cuales son, en el literal a), la preocupación de esa Corporación por destacar lo relativo al programa de desarrollo, disponiendo expresamente que la autoridad normativa se pronunciará sobre el mismo; en el literal b), la innovación que se hace en el caso de que exista sólo un interesado en la concesión que haya presentado antecedentes, a quien se podrá requerir aclaraciones o justificaciones dentro de cierto término y, por último, también en este literal, la consagración de la posibilidad de suspender el plazo para emitir el informe en caso de requerirse aclaraciones o justificaciones.





	La H. Senadora Señora Feliú recordó que el tema del programa de desarrollo fue latamente discutido en las Comisiones Unidas durante el primer trámite, señalando que en la disposición propuesta por la Cámara de Diputados observaba con preocupación que se abría a la Superintendencia la posibilidad de ejercer facultades discrecionales, lo que encuentra inconveniente.





	Asimismo, hizo notar que en la materia en debate el sistema exige que se opere con respeto al principio de igualdad, por lo que no le parece adecuado que se plantee en términos facultativos para la Superintendencia el requerir aclaraciones o justificaciones de los antecedentes a un solicitante, manifestando su inquietud acerca de probables discriminaciones en virtud de la aplicación de esta disposición.





	El Superintendente de Servicios Sanitarios señaló, respecto de la primera apreciación de la señora Senadora recién aludida, que ya en la actualidad, y con las normas de la ley vigente, la Superintendencia cuenta con facultades para emitir un pronunciamiento, apuntando que lo que hace la Cámara de Diputados no es otorgar a dicha entidad una facultad nueva, sino explicitar que debe pronunciarse especialmente sobre el programa de desarrollo.





	Además, y frente a una pregunta en tal sentido del H. Senador señor Bitar, explicó que la posibilidad de requerir aclaraciones se establece para el caso en que haya sólo un interesado y no cuando haya más porque allí sí podría, por esa vía, producirse discriminación, lo que no puede suceder cuando hay uno solo, situación en que la única favorecida será la población que necesita ser abastecida.





	El H. Senador señor Bitar indicó que, si bien está de acuerdo con la letra a) que propone la Cámara de Diputados, el literal b), y no obstante la explicación dada por el Superintendente, le merece dudas.





	El H. Senador señor Prat sostuvo que, en su opinión, habría que precisar las bases sobre las cuales debe emitirse el pronunciamiento, fijando al efecto, en la ley, parámetros que garanticen objetividad.





	El H. Senador señor Urenda, por su parte, manifestó que, a su juicio, la letra a) propuesta por la Cámara de Diputados constituye un avance, aun cuando podría ser perfeccionada, expresando que no le parece apropiada la forma en que están redactadas las normas del literal b) aprobado por tal Corporación.





	En virtud de lo expuesto, las Comisiones Unidas, por mayoría de votos, rechazaron el numeral sustitutivo propuesto por la Cámara de Diputados. Estuvieron por el rechazo los HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Urenda y Siebert. Votó a favor el H. Senador señor Bitar, como miembro de ambas Comisiones, sin perjuicio de hacer notar sus dudas respecto de la aprobación por la Cámara de Diputados de la letra b) del precepto en discusión.





	No obstante lo anterior, Vuestras Comisiones Unidas dejaron constancia de la posibilidad de aprobar la letra a) de la norma en discusión, con una redacción distinta, que establezca bases objetivas sobre las cuales la Superintendencia deba pronunciarse acerca del plan de desarrollo.








Número 11 Senado


(Número 13 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 11 uno que sustituye los números 5, 6, 7 y 8 del artículo 18º por los siguientes:





	“5. El programa de desarrollo de la concesionaria.





	6. El nivel tarifario de adjudicación de la concesión.





	7. Las garantías involucradas.”.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, agregó, al final del numeral 5, reemplazando el punto final(.) por una coma(,) la expresión "aprobado por la entidad normativa.".








	Ante una consulta del H. Senador señor Urenda, acerca de si es posible que se otorgue una concesión si el solicitante no tiene programa de desarrollo, los personeros del Ejecutivo manifestaron que si bien la ley actual establece la obligación de acompañar el programa de desarrollo, la Superintendencia no puede calificar su suficiencia, por lo que no podría denegar la concesión si lo estimare insuficiente.





	La H. Senadora señora Feliú hizo notar que no está de acuerdo con la enmienda de la Cámara de Diputados, dado que entiende que la autoridad normativa se puede pronunciar respecto de todo en el informe que debe emitir al Ministerio de Obras Públicas recomendando o no la adjudicación de la concesión, para lo cual debe emitir la correspondiente resolución. Observó que el Ministerio, a su vez, considerando el informe, resolverá fundadamente acerca de tal solicitud. Añadió que el sistema con que funcionan las autoridades administrativas se distorsionaría si se requiriese, además de la resolución en que la entidad normativa informa sobre la solicitud presentada, de otra en que se pronuncie sobre el programa de desarrollo.





	Señaló, asimismo, que en su opinión el examen de una ley sobre la base de puntos aislados, a lo que conduce la modificación que se introdujo en el segundo trámite, dificulta la comprensión de la ley y genera malos cuerpos legales.





	El H. Senador señor Prat anunció también su voto negativo a esta enmienda, fundándolo en las mismas observaciones de la Senadora señora Feliú, que indicó comparte plenamente.





	Las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como miembro de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Urenda y Siebert, rechazaron la enmienda introducida al número 11 del texto aprobado por el Senado.








Número 13 Senado


(Número 15 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 13 que introduce al artículo 24º las siguientes modificaciones:





	a) Agrégase la siguiente letra c), nueva:





	"c) Si la entidad normativa, previo informe fundado de la Superintendencia de Valores y Seguros, dictaminase que no se cumple lo dispuesto en el artículo 63º de esta ley.”.





	b) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:





	“Caducada una concesión, la entidad normativa podrá, mediante resolución fundada de carácter técnico, declarar que la falta de ella afecta la prestación integral del servicio en otra, que indicará. En dicho caso, el concesionario tendrá el plazo de 30 días para demostrar técnica y económicamente que puede mantener el servicio. De no poder hacerlo, se aplicará lo dispuesto en la letra a) del artículo 26º.”.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, efectuó en el número 13 las enmiendas que se indican a continuación:





	Letra a)


	La suprimió.


	Consultó la siguiente letra a), nueva:


	"a) Agrégase la siguiente letra d), nueva:


	"d) La declaración de quiebra del concesionario.".".





	Letra b)


	La sustituyó por la siguiente:


	"b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:





	"Caducada una concesión, la entidad normativa podrá, mediante resolución fundada de carácter técnico, declarar que la falta de ella afecta la prestación integral del servicio en otra u otras concesiones que indicará. En dicho caso, se entenderán también caducadas la o las concesiones que se encuentren en la referida situación.".".








	Las Comisiones Unidas acordaron rechazar la supresión de la letra a), por razones de concordancia con lo acordado en su oportunidad respecto del numeral 30 del texto del Senado. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda.





	Respecto de la nueva letra a) que propone la Cámara de Diputados, incorporando como causal de caducidad de las concesiones -antes de entrar en explotación- la declaración de quiebra del concesionario, fue rechazada unánimemente por los miembros presentes de las Comisiones Unidas, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Siebert y Urenda.





	Las Comisiones Unidas adoptaron tal acuerdo luego de un extenso debate acerca de las consecuencias que tendría la declaración de caducidad de la concesión, puesto que entienden que, en su acepción tradicional, el término caducidad implica el fin de la misma, en circunstancias de que, a juicio de sus integrantes, si existe la concesión, si jurídicamente está viva aunque no esté en explotación, lo que corresponde en caso de declaración de quiebra es proceder a su transferencia, y no a caducarla, dado que no hay razón para aplicar en la especie un criterio distinto al utilizado en el caso de las concesiones que están en explotación.





	El H. Senador señor Urenda dejó constancia de que estima conveniente que en la Comisión Mixta pueda introducirse una definición especial de caducidad y de los efectos de su declaración para la ley que rige los Servicios Sanitarios.





	Respecto de la enmienda introducida por la Cámara de Diputados al literal b) aprobado por el Senado, las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Siebert y Urenda, aunque están en principio de acuerdo en que se puede mejorar el texto aprobado por el Senado, acordaron su rechazo, con el objeto de poder perfeccionar la norma en la Comisión Mixta.








Número 14 Senado


(Número 16 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 14 una disposición que agrega al artículo 26º un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:





	“Caducada una concesión, la entidad normativa podrá, mediante resolución fundada de carácter técnico, declarar que la falta de ella afecta la prestación integral del servicio en otra, que indicará. En dicho caso, el concesionario tendrá el plazo de 30 días para demostrar técnica y económicamente que puede mantener el servicio. De no poder hacerlo, se aplicará lo dispuesto en la letra a) de este artículo.”.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó el número 14 por otro, que introduce en el artículo 26º las siguientes modificaciones:





	a) Incorpora la siguiente letra d), nueva, a continuación de la letra c):


	"d) Cuando se produjere por parte del adquirente del derecho de explotación un incumplimiento grave e injustificado de sus obligaciones, y el concesionario no pusiere término al contrato de transferencia de ese derecho.".


	b) Sustituye, en el inciso segundo, la expresión "dichas causales" por la siguiente frase:  "las causales de las letras a), b) y c) precedentes".





	c) Agrega el siguiente inciso final, nuevo:


	"Caducada una concesión, la entidad normativa podrá, mediante resolución fundada de carácter técnico, declarar que la falta de ella afecta la prestación integral del servicio en otra u otras concesiones que indicará.  En dicho caso, se entenderán también caducadas la o las concesiones que se encuentren en la referida situación.".".








	Las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Siebert y Urenda, rechazaron el reemplazo del número 14 aprobado por el Senado, por las mismas razones que justificaron el rechazo de las enmiendas a las modificaciones que introdujo el Senado al artículo 24º en el numeral 13, y para poder, además, considerar en la Comisión Mixta los elementos planteados por la Cámara de Diputados en el segundo trámite.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, ha incorporado el siguiente número nuevo:





	"17.- Agrégase, a continuación del artículo 26º, el siguiente artículo 26º bis, nuevo:





	"Artículo 26º bis.- El Presidente de la República deberá declarar caducadas las concesiones en explotación por la declaración de quiebra del concesionario, aplicándose lo previsto en el inciso final del artículo anterior.".".





	La inclusión de este número fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Siebert y Urenda, por iguales razones a las anotadas al tratar el numeral 13.








Número 15 Senado


(Número 18 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 15, uno que agrega al artículo 27º un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:





	“Con el fin de velar por la mantención del servicio, también podrá disponer la administración provisional en caso que el concesionario sea declarado en quiebra.”.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó este número por otro, que introduce las siguientes modificaciones en el artículo 27º:





	a) Sustituye, en el inciso primero, la frase "en el artículo anterior" por la siguiente: "en los dos artículos anteriores";





	b) Sustituye, en el inciso segundo, la expresión "la garantía señalada" por "las garantías señaladas", y





	c) Incorpora los siguientes incisos, nuevos:





	"Con el fin de velar por la mantención del servicio, también podrá disponer la administración provisional, en caso que el concesionario sea declarado en quiebra.





	Son inoponibles al administrador provisional y al adjudicatario de una concesión caducada los actos o contratos que, a cualquier título, haya celebrado o ejecutado el concesionario caducado en perjuicio de la continuidad en la prestación del servicio.





	Las acciones concedidas en este artículo al administrador provisional y al adjudicatario expirarán en veinticuatro meses, contados desde la fecha del acto o contrato.





	El administrador provisional del servicio tendrá todas las facultades del giro de la empresa cuya concesión ha sido caducada, que la ley o sus estatutos señalan al directorio y a sus gerentes.  Igualmente, tendrá los deberes y estará sujeto a las responsabilidades de los directores de las sociedades anónimas.".".








	Los representantes del Ejecutivo informaron que la Cámara de Diputados pretende introducir en el concepto de la administración provisional elementos propios de la Ley de Quiebras como lo relativo, por ejemplo, a la inoponibilidad de los actos realizados en el período sospechoso, facultades del administrador provisional, tercer adquirente posterior a la licitación, etc.





	La H. Senadora señora Feliú manifestó ser partidaria de rechazar la enmienda a fin de poder revisarla con mayor detención, apuntando que observa que no se han considerado por la Cámara de Diputados las normas que contempla nuestra legislación en la materia, lo que podría haber resultado de utilidad, señalando que le parece complejo pretender establecer, respecto de legislaciones que ya son especiales, como es el caso, situaciones de subespecialidad.





	El H. Senador señor Prat reconoció la conveniencia de reglar un tema que en el texto del Senado aparece como indeterminado, pero apuntó que es necesario estudiar si lo que corresponde es la aplicación al caso de las normas contenidas en la Ley de Quiebras o determinar si existen otras disposiciones que pudiesen servir al efecto.








	Las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, también como integrante de ambas Comisiones, rechazaron la sustitución del número 15 aprobado por el Senado, manifestando su intención de revisar en la Comisión Mixta las materias referidas a la administración provisional.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, ha intercalado el siguiente número nuevo:





	"19.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 28º, la expresión "el artículo 26º" por "los artículos 26º y 26º bis".".





	Las Comisiones Unidas, por la misma unanimidad consignada respecto de la enmienda inmediatamente precedente, rechazaron la inclusión de este nuevo numeral, por razones de concordancia con lo ya resuelto para el artículo 26º bis.





- - - 








Número 17 Senado





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 17 que modifica el artículo 32º, del siguiente tenor:





	"17.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 32º:





	a) Sustitúyese el inciso primero, por el que se indica a continuación:





	"De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 7º de esta ley, cualquier acto jurídico, mediante el cual se transfiera el dominio o el derecho de explotación de una concesión, deberá ser previamente aprobado por la entidad normativa, la que, para estos efectos, sólo verificará que a quien se le transfiere el dominio o los derechos de explotación acredite que cumple con los requisitos exigidos por la ley vigente. Además, dicha transferencia deberá considerar las garantías establecidas en el artículo 20º de esta ley y se formalizará de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 16º, 17º, 18º y 19º.".





	b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la palabra “transferencia”, la primera vez que aparece en el texto, la siguiente frase: “del dominio o del derecho de explotación de una concesión”, y





	c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:





	“La transferencia del derecho de explotación implica la entrega total  o parcial de la gestión del servicio, sea técnica, administrativa o financiera, siendo responsable de la gestión quien explote la concesión sanitaria y, solidariamente, el titular de la concesión. El traspaso del derecho será temporal.".".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, desechó este número 17.








	Las Comisiones Unidas rechazaron la eliminación del número 17, por igual unanimidad a la registrada respecto de los dos casos anteriores, con el objeto de poder revivir o perfeccionar en la Comisión Mixta la fórmula aprobada por el Senado.








Número 18 Senado





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 18 una norma que agrega, a continuación del artículo 32º, un artículo 32º bis, nuevo, que dispone que en caso de quiebra del concesionario, la primera junta ordinaria de acreedores deberá pronunciarse, a proposición del síndico o de dos o más acreedores, por subastar la concesión o por la continuación efectiva del giro del concesionario.





	A continuación prescribe que la Superintendencia sólo podrá rechazar una u otra opción fundándose sólo en materias relativas a la continuidad y calidad del servicio, agregando que en caso de subasta de la concesión deberá procederse en los términos señalados en el artículo 28º y siguientes.





	Finalmente, preceptúa que la junta de acreedores para acordar la continuación efectiva del giro del concesionario, se regulará por lo previsto en los artículos 112 y siguientes de la ley Nº 18.175.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, suprimió el número 18.








	Las Comisiones Unidas, por la misma razón y votación registradas respecto de la modificación propuesta al numeral anterior, rechazaron la supresión del número 18.








Número 19 Senado


(Número 21 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 19 que agrega, a continuación del artículo 33º, los siguientes artículos 33ºA y 33ºB, nuevos:





	“Artículo 33º A.- Cada vez que exista la necesidad de ampliar un área de concesión la Superintendencia deberá efectuar la respectiva licitación pública.





	En caso de no existir proponentes para la referida licitación o no haber sido adjudicada ésta, por no cumplir los proponentes con los requisitos exigidos por la ley, la Superintendencia podrá exigir al prestador la ampliación de la concesión hacia otras áreas colindantes a su respectivo territorio operacional. 





	Para ejercer la facultad referida en el inciso precedente la Superintendencia requerirá el cumplimiento de los siguientes requisitos:





	a) La incorporación de las nuevas áreas deberá ser, en opinión fundada de la Superintendencia, factible técnicamente.





	b) El aumento del territorio operacional derivado de la incorporación de las nuevas áreas deberá ser razonablemente factible de enfrentar administrativa y financieramente por el prestador.





	La expansión de la concesión, de la forma indicada en los incisos segundo y tercero de este artículo, se formalizará de acuerdo a lo señalado en los artículos 17º y siguientes.





	Artículo 33º B.- Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo anterior, las nuevas áreas de concesión deberán ser comunicadas al prestador al inicio del proceso de fijación de tarifas establecido en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, de manera de considerar oportuna y adecuadamente el efecto de la ampliación del área de concesión en las tarifas del servicio.





	Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Superintendencia podrá, por causa fundada, exigir la ampliación del área de servicio en una fecha intermedia a los períodos de fijación tarifaria. En este caso se establecerán nuevas tarifas que incorporen el efecto de la ampliación de la concesión, las que regirán conjuntamente con la entrada en operación de la ampliación. Dichas tarifas tendrán vigencia hasta el término del período en curso y no podrán significar el aumento de los precios a los usuarios del área de concesión primitiva ni tampoco la existencia de subsidios cruzados.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, le introdujo al número 19 las siguientes enmiendas:





Artículo 33ºA





	Reemplazó los incisos primero y segundo propuestos por los que se señalan a continuación:





	"Artículo 33º A.-  Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22º, cada vez que exista la necesidad de asegurar la provisión del servicio sanitario en determinadas zonas dentro del límite urbano, la Superintendencia deberá efectuar la respectiva licitación pública.





	En caso de no existir proponentes para la referida licitación, o no haber sido adjudicada ésta por no cumplir los proponentes con los requisitos exigidos por la ley, la Superintendencia podrá exigir al prestador que opere el servicio sanitario del área geográfica más cercana a la zona aludida en el inciso precedente, la ampliación de su concesión a esta última zona.".





Artículo 33° B





	Reemplazó en el inciso segundo las oraciones que siguen al primer punto (.) seguido, por las siguientes:





	"En este caso, se establecerán tarifas para la nueva área, las que regirán junto con la entrada en operación de la ampliación.  Dichas tarifas tendrán vigencia hasta el término del período en curso y deberán permitir al prestador generar los ingresos requeridos para cubrir los costos incrementales de explotación eficiente y de inversión de su proyecto de expansión optimizado para la nueva área de servicio, sin perjuicio de los eventuales aportes de terceros.".





	Respecto de la enmienda planteada al artículo 33º A los representantes del Ejecutivo hicieron presente que ella obedece, primeramente, a que en la Cámara de Diputados se quiso precisar que no es la autoridad la que siempre debe iniciar la licitación, sino que hay un derecho de la concesionaria a solicitar la ampliación de la concesión, y, por otra parte, a que se estimó limitativa la expresión "áreas colindantes" utilizada por el Senado, optándose por sustituirla por una mención al "área geográfica más cercana" a determinadas zonas dentro del límite urbano, a efecto de exigir al prestador que opere el servicio sanitario en ella la ampliación de su concesión.





	El reemplazo de los dos primeros incisos del artículo 33ºA fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como integrante de las dos Comisiones, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, también como miembro de ambas Comisiones.





	En lo que dice relación con la modificación introducida al número 19 en lo atinente al artículo 33ºB, los personeros del Ejecutivo explicaron que la Cámara de Diputados había coincidido inicialmente con el texto emanado del Senado, pero que se había producido luego un debate sobre la interpretación de los subsidios cruzados, ante lo cual dicha Corporación prefirió explicitarlo.





	Las Comisiones Unidas aprobaron la enmienda introducida al artículo 33ºB contenido en el número 19, por la misma votación anotada respecto de la aceptación de la modificación al artículo 33ºA.








Número 20 Senado


(Número 22 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 20 una norma que reemplaza el inciso final del artículo 35º por los siguientes:





	“La concesionaria deberá entregar los antecedentes respectivos a la Superintendencia de Servicios Sanitarios. En casos calificados y por resolución fundada basada en antecedentes técnicos, ésta podrá ordenar la reanudación del servicio.





	En caso que se vea afectada la continuidad del servicio por falta de provisión de agua cruda y exista competencia en la oferta por parte de terceros, las concesionarias estarán obligadas a suscribir los contratos de provisión correspondientes, previa licitación pública. Las circunstancias indicadas serán calificadas en resolución fundada de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.





	La empresa prestadora deberá mantener en forma permanente y actualizada un registro que abarque el período de los últimos cuatro años, de todos los cortes o restricciones habidas en el suministro. Dicho registro podrá ser revisado en cualquier oportunidad por la Superintendencia.





	En el evento de que la falta de provisión de agua cruda se debiera a caso fortuito o fuerza mayor, y los concesionarios fueren obligados, conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto, a suscribir contratos de provisión de la misma, se establecerán nuevas tarifas que incorporen el efecto del mayor costo, si éste existiere, las que regirán conjuntamente con la entrada en vigencia de dichos contratos y expirarán una vez que éstos terminen.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, efectuó las siguientes enmiendas en el número 20:





	a) Reemplazó el segundo de los incisos propuestos por el siguiente:





	"La Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá ordenar a las concesionarias la suscripción de contratos que aseguren la provisión de agua cruda, cuando su ausencia afecte la continuidad del servicio.  Esta circunstancia será calificada por resolución fundada de la Superintendencia.".





	b) Suprimió el último inciso propuesto.








	Los representantes del Ejecutivo hicieron saber que la idea inspiradora de la enmienda estriba en abandonar la hipótesis de la fuerza mayor para hacer un proceso tarifario especial, poniéndose en el caso de que la interrupción del servicio no se produce debido a tal causa, y lograr que el artículo 35º actúe como incentivo para no incurrir en situaciones de suspensión del servicio sin haber fuerza mayor, separando ésta última de la responsabilidad de la empresa por cualquier otra causal.





	Precisaron que frente al caso fortuito o fuerza mayor existen dos alternativas, cuales son que la autoridad ordene a la empresa obras, lo que se reflejará en el costo que será financiado por todos los usuarios, o que haya racionamiento, indicando que se ha optado por la igualdad de todos los usuarios y por no favorecer a aquel que puede pagar la tarifa más alta.





	La H. Senadora señora Feliú señaló que estima conveniente que se regle el caso de la fuerza mayor, dado que no preverlo implica dejarlo entregado a la Ley de Sismos o Catástrofes, que para este tema no contempla ninguna solución.





	El H. Senador señor Prat expresó que, en su opinión, la frase eliminada por la Cámara de Diputados, en cuanto a exigir que haya oferta competitiva por parte de terceros, en caso de que se vea afectada la continuidad del servicio por falta de provisión de agua cruda, le quita claridad al concepto, que está más claro en el texto emanado del Senado.





	Las Comisiones Unidas rechazaron las enmiendas introducidas al número 20, para perfeccionar la redacción de la norma en la Comisión Mixta, rescatando allí conceptos que contiene la proposición del Senado y que la Cámara de Diputados no considera. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, también integrando ambas Comisiones.








Número 21 Senado


(Número 23 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 21 uno del tenor que se indica:





	"21.- Agrégase, a continuación del artículo 36º, el siguiente artículo 36º bis, nuevo:





	“Artículo 36º bis.- Será obligación de los concesionarios mantener el nivel de calidad en la atención de usuarios y prestación del servicio que defina el Reglamento, el cual deberá estar basado en criterios de carácter general y haberse dictado antes del otorgamiento de la concesión. 





	Se podrán modificar los niveles de calidad de los prestadores, a proposición de la Superintendencia, mediante decreto supremo que deberá llevar la firma de los Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y de Obras Públicas. Dicho decreto supremo deberá ser fundado y basado en criterios de carácter objetivo.





	En el caso que el prestador deba dar cumplimiento a las normas referidas en el inciso anterior, antes del término de la vigencia de un período tarifario, tendrá derecho a la modificación de las tarifas en los términos señalados en el artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas. En tal situación las nuevas exigencias de calidad regirán a partir de la misma fecha en que rijan las nuevas tarifas.".".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, intercaló, en el inciso tercero del artículo 36º bis propuesto, después de la expresión "período tarifario", lo siguiente: "y ello implicare un mayor costo del servicio".








	Los personeros del Ejecutivo manifestaron que la enmienda apunta a precisar que las exigencias de mayores estándares de calidad antes del período tarifario darán derecho a modificación de tarifas sólo si ello redundara en un mayor costo.





	La H. Senadora señora Feliú comunicó su oposición a la enmienda, puesto que ella implica apartarse del modelo tarifario.





	El H. Senador señor Prat sostuvo que no comparte lo aprobado por la Cámara de Diputados, pero que la norma emanada del el Senado es perfectible, dado que podría precisarse la redacción del precepto incorporando una mención, en el inciso tercero del artículo 36º bis, a que habrá derecho a la modificación de las tarifa "si ello, procediere".





	En virtud de lo anterior y por la misma votación registrada respecto del numeral 20, las Comisiones Unidas rechazaron la enmienda efectuada al número 21, con el objeto de poder perfeccionar el precepto en la Comisión Mixta.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, consultó el siguiente número 24, nuevo:





	"24.- Agrégase, en el artículo 44º, el siguiente inciso segundo, nuevo:





	"Dicho personal estará expresamente facultado para eliminar cualquier intervención o conexión ilegal que se haya efectuado tanto a las redes públicas como a las privadas, como cualquier alteración de que haya sido objeto el medidor.".".





	Las Comisiones Unidas, por considerar que esta norma podría prestarse para excesos y abusos, y que en el supuesto planteado en la disposición debe actuarse con sujeción al procedimiento judicial correspondiente, rechazaron la inclusión de este nuevo numeral. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Bitar, como miembro de las dos Comisiones, Prat, Siebert, integrando también ambas Comisiones, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, como integrante de ambas Comisiones.





- - - 








Número 23 Senado


(Número 26 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 23 que agrega, al final del inciso primero del artículo 47º, pasando el punto aparte (.) con que termina a ser punto seguido, lo siguiente: "En las mismas condiciones señaladas precedentemente si un prestador solicita dicha interconexión, la Superintendencia deberá pronunciarse fundadamente sobre dicha solicitud dentro de los 90 días siguientes a su recepción.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó el número 23 por el siguiente:





	"26.- Modifícase el inciso primero del artículo 47 de la siguiente manera:


	a) Elimínase la frase "y garantizar la operación económica más eficiente para el conjunto de las instalaciones".





	b) Agrégase, la siguiente oración final, sustituyendo el punto final (.) por punto seguido (.):





	"En las mismas condiciones señaladas precedentemente, si un prestador solicita dicha interconexión, la Superintendencia deberá pronunciarse fundadamente sobre dicha solicitud dentro de los noventa días siguientes a su recepción.".".








	Los personeros del Ejecutivo hicieron presente que el objetivo de la interconexión es garantizar la operación técnica del servicio, porque la operación económica es algo discutible, agregando que el tema se relaciona estrechamente con el de la compra de agua en casos de fuerza mayor. Puntualizaron que entienden que las condiciones técnicas del servicio se refieren a estándares de calidad y cantidad.





	El H. Senador señor Prat manifestó que, a su juicio, el tema debe ser resuelto en la Comisión Mixta ligándolo a la discusión sobre compra de agua en caso de fuerza mayor.





	El H. Senador señor Urenda señaló la conveniencia de perfeccionar la redacción del artículo 47º, porque las condiciones técnicas podrían prestarse a equívocos al eliminar la referencia a la operación económica.





	En mérito de lo anterior, las Comisiones Unidas rechazaron la sustitución del número 23, para ligarlo a la discusión en la Comisión Mixta de la compra de agua en caso de fuerza mayor. El acuerdo fue adoptado con los votos de rechazo de la mayoría de sus miembros, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda. Votaron a favor de la enmienda los HH. Senadores señores Bitar, como integrante de ambas Comisiones, y Zaldívar, don Adolfo, también integrando las dos Comisiones.








Número 24 Senado


(Número 27 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 24 que agrupa los artículos 33º a 47º del Título III como Capítulo I, denominado "Normas Generales", y agrega, a continuación del artículo 47º, un Capítulo II, nuevo, denominado "De los Grandes Consumidores", que contiene siete artículos, signados con los números 47ºA a 47ºG, ambos inclusive.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, eliminó en el último de los artículos propuestos las comillas y el punto final que las sigue, y agregó el siguiente artículo 47ºH, nuevo:





	"Artículo 47ºH.- La prohibición de superposición de concesiones dispuesta en el artículo 10º de esta ley no será aplicable a los casos señalados en este Capítulo.".








	Los representantes del Ejecutivo señalaron que esta proposición de la Cámara de Diputados es coincidente con lo aprobado por el Senado y sólo pretende perfeccionar las normas, por lo que corresponde aceptarla, para que no se oponga a lo dispuesto en el artículo 10º de la Ley de Servicios Sanitarios.





	Las Comisiones Unidas aprobaron la enmienda introducida a este numeral, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Bitar, como miembro de las dos Comisiones, Prat, Siebert, integrando ambas Comisiones, Urenda, y Zaldívar, don Adolfo, también como miembro de las dos Comisiones.








Número 30 Senado





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 30 que agrega, a continuación del artículo 62º, los siguientes artículos 63º, 64º, 65º, 66º, 67º, 68º, 69º, 70º y 71º, nuevos:





	“Artículo 63º.- Se definen las siguientes categorías de empresas prestadoras de acuerdo a la relación porcentual entre el número de clientes del servicio de agua potable y alcantarillado de aguas servidas atendidos por la empresa y el total de usuarios urbanos de servicios de agua potable y alcantarillado de aguas servidas del país, según estadística oficial de la Superintendencia:





	a) Mayor, a la que tiene un número de clientes igual o superior al 15% del total de usuarios del país;





	b) Mediana, a la que tiene un número de clientes inferior al 15% e igual o superior al 4% del total de usuarios del país, y





	c) Menor, a la que tiene un número de clientes inferior al 4% del total de usuarios del país.





	En cada una de las categorías anteriores ninguna persona o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta, directamente o por intermedio de otras personas naturales o jurídicas, podrá participar simultáneamente en la propiedad de un número de empresas prestadoras que sea superior al 49% del número total de empresas clasificadas en la respectiva categoría. Si el número de empresas en la categoría es igual a dos, el referido porcentaje se elevará al 50%. La restricción señalada no se aplicará si en la categoría existe sólo una empresa prestadora.





	Asimismo, ninguna persona o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta, directamente o por intermedio de otras personas naturales o jurídicas, podrá participar en la propiedad de un número de empresas tal que la suma de sus clientes urbanos de servicios de agua potable y alcantarillado de aguas servidas sea superior al 50% del total de usuarios urbanos de servicios de agua potable y alcantarillado de aguas servidas del país.





	Para los efectos de este artículo se entenderá que una persona, o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta, participa en la propiedad de una empresa prestadora, cuando directamente o por intermedio de otras personas naturales o jurídicas tenga poder de voto suficiente para elegir al menos un director o controle más del 5% del capital con derecho a voto en la respectiva sociedad. Tratándose de los Inversionistas Institucionales a que se refiere la letra e) del artículo 4° bis de la ley N° 18.045, el guarismo anterior será igual al porcentaje máximo de participación en el total de acciones suscritas de una sociedad anónima señalado en el inciso noveno del artículo 45 del decreto ley 3.500, de 1980, para efectos de los límites de inversión de los Fondos de Pensiones.





	Artículo 64º.- Los acuerdos de fusión entre dos o más empresas prestadoras deberán someterse a la aprobación de la Superintendencia, la que deberá velar porque dicho acuerdo no infrinja las normas de esta ley.





	La Superintendencia deberá pronunciarse sobre el referido acuerdo dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que le sea solicitada su aprobación, entendiéndose aprobada si no hubiera pronunciamiento en sentido contrario dentro de dicho plazo. Otorgada la autorización, o vencido el plazo, según el caso, el acuerdo de fusión producirá pleno efecto.





	Artículo 65º.- Se prohíbe a las personas que, directamente o a través de otras personas relacionadas, tengan la calidad de controladores de una empresa prestadora de servicios sanitarios y simultáneamente tengan la calidad de controladoras o con influencia decisiva en la administración de empresas concesionarias de servicio público de actividades desarrolladas en las áreas bajo concesión o en el área de expansión de la empresa prestadora que, por dictamen de la Comisión Preventiva Central, creada por el decreto ley Nº 211, de 1973, sean consideradas monopolio natural y que, además, sean consideradas indispensables para la urbanización de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.3.1 de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, el realizar algunas de las siguientes conductas:





	a) Utilizar la información relativa a los planes de desarrollo o expansión de las respectivas concesiones de servicio, antes que sea divulgada o se encuentre a disposición del público, en beneficio de personas naturales o jurídicas relacionadas, y





	b) Realizar cualquier otra práctica atentatoria contra la libre competencia de acuerdo a lo establecido en el decreto ley Nº 211, de 1973.





	Las infracciones a la prohibición impuesta en el inciso anterior, serán sancionadas en conformidad al decreto ley Nº 211, de 1973.





	La coordinación de las empresas prestadoras, sus administradores, directores o representantes, así como cualquier acto o convención que tenga por objeto deliberadamente distorsionar u ocultar la información de costos de prestación del servicio con el fin de influir en la obtención de tarifas más altas en el proceso de fijación tarifaria, será considerado contrario a la libre competencia.





	Artículo 66º.- El derecho a retiro establecido en los artículos 69 bis de la Ley de Sociedades Anónimas, en el artículo 107 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, y en el artículo 56 del decreto con fuerza de ley Nº 251, de 1931, será siempre aplicable a las empresas concesionarias de servicios sanitarios, aún cuando no se encuentren inscritas en el Registro de Valores que lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.





	La administración de las empresas concesionarias de servicios sanitarios estará obligada a solicitar la clasificación de riesgo de sus acciones, siempre que así lo soliciten accionistas que representen, a lo menos, el 5% de las acciones emitidas de la sociedad.





	Artículo 67º.- Las empresas prestadoras no podrán adquirir bienes o contratar servicios por un valor de más de 500 unidades de fomento con personas relacionadas a menos que dichos actos hayan sido objeto de una licitación pública. Las condiciones de los contratos celebrados mediante dicha licitación pública sólo podrán ser alterados por razones fundadas, con acuerdo de al menos los dos tercios del directorio de la sociedad concesionaria y con información oportuna a la Superintendencia.





	Anualmente, el prestador deberá informar detalladamente a la entidad normativa sobre los contratos y transacciones asociadas a la compra de bienes o servicios con personas relacionadas. La Superintendencia deberá comparar los precios de dichos contratos y transacciones con los prevalecientes en el mercado, sobre la base de una muestra representativa y, en caso de detectar diferencias estadísticamente significativas, deberá informarlo a la Superintendencia de Valores y Seguros. 





	Sin perjuicio de lo anterior, toda adquisición de bienes o contratación de servicios por montos superiores a las 5.000 unidades de fomento deberá realizarse mediante licitación pública, salvo que se trate de situaciones de fuerza mayor informadas oportunamente a la Superintendencia.





	Las formalidades mínimas que deberán cumplir las licitaciones a que se refiere este artículo serán establecidas en un reglamento.





	Artículo 68º.- También se considerará información privilegiada, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 60, 164, 165, 166 y 167 de la ley Nº 18.045, aquélla referida a la gestión o planes de inversión de una empresa prestadora de servicios sanitarios, no divulgada al mercado, cuyo conocimiento sea capaz de influir en el precio de terrenos e inmuebles dentro o fuera de su respectivo territorio operacional. La expresión "valores"  o "valores de oferta pública" a que hacen mención las citadas normas, se entenderá para estos efectos referida a terrenos o inmuebles.





	Lo anterior no será aplicable en los casos en que el solicitante de una concesión de servicio sanitario o el adquirente de una concesión ya otorgada manifieste expresamente, en su solicitud o contrato de transferencia, que el objetivo principal de la explotación de la respectiva concesión en una localidad o área geográfica delimitada es el desarrollo de proyectos turísticos e inmobiliarios y, la Superintendencia, en mérito de los antecedentes disponibles, otorgue la concesión o autorice la transferencia bajo estas condiciones.





	Artículo 69º.- Los términos usados en el artículo 63º y siguientes serán interpretados, en lo que corresponda, según la definición de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores.





	Artículo 70º.- La coordinación de las empresas prestadoras, sus administradores, directores o empleados, así como cualquier otro acto o convención tendiente a distorsionar o encubrir la información de costos de prestación del servicio con el fin de influir en la obtención de tarifas más altas en el proceso de fijación tarifaria, será considerado contrario a la libre competencia.





	Artículo 71º.- Para fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos precedentes, la Superintendencia de Servicios Sanitarios podrá solicitar a la Superintendencia de Valores y Seguros los antecedentes que le sean necesarios, pudiendo esta última entidad hacer uso de sus facultades para recabar dicha información.





	En caso de que un accionista esté contraviniendo lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 63º de esta ley, la entidad normativa podrá requerir a la Superintendencia de Valores y Seguros la enajenación de las acciones que causen la contravención, en los plazos, condiciones y forma que determine el reglamento, sin perjuicio de las demás sanciones que correspondan. Se suspenderá el derecho a voto de las referidas acciones mientras persista el incumplimiento. Para estos efectos se entenderá que las acciones que causan la contravención son las que corresponden a las transacciones más recientes.





	No obstante lo anterior, la entidad normativa podrá eximir de sanciones y otorgar un plazo de hasta dos años para ajustarse a las disposiciones señaladas a aquellos accionistas que contravengan dichas normas por causas que no les sean atribuibles.





	Las normas contenidas en los citados incisos segundo y tercero del artículo 63º de esta ley no serán aplicables al crecimiento natural o vegetativo del número de clientes de la empresa prestadora. Tampoco serán aplicables dichos incisos, cuando se trate de crecimiento natural o vegetativo, a la situación prevista en el inciso final del artículo 6º.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, desechó el número 30 propuesto por el Senado.








	Los representantes del Ejecutivo hicieron saber a las Comisiones Unidas que el numeral en análisis fue desechado en la Cámara de Diputados por la fórmula de votación adoptada en la Sala de dicha Corporación a su respecto, puesto que habría existido el ánimo por parte de los Diputados de dar su aprobación a la mayoría de los artículos contenidos en el número 30, pero fue votado en bloque, y por razones de quórum aparece desechado en su totalidad.





	El H. Senador señor Prat hizo presente a la Comisión que él había concurrido con su voto a aprobar la fórmula de desconcentración contenida en el texto emanado del Senado, que asume un sistema de propiedad privada en que no debe haber restricciones, pero que, luego del largo tiempo transcurrido desde el inicio de la tramitación de la iniciativa a la fecha sin que se dieran muestras por el Gobierno de tener la voluntad de terminar con el 35% reservado a propiedad estatal, consideraba apropiada la modificación introducida por la Cámara de Diputados.





	La H. Senadora señora Feliú concordó plenamente con lo expuesto por el H. Senador señor Prat, agregando que las normas sobre desconcentración se pueden discutir en el momento en que el Estado decida poner fin a su participación en la propiedad de las empresas sanitarias.





	El H. Senador señor Bitar, por su parte,


sostuvo que cree imprescindible mantener las disposiciones sobre desconcentración y las normas que en el número 30 regulan los temas que apuntan a obtener una buena gestión de las empresas, desarrollada en un marco ético, transparente y sin corrupción, explicando al efecto, y de modo ejemplar, lo trascendentes que son para la buena marcha del sistema las ideas contenidas en los artículos 65º, 66º y 67º aprobados por el Senado.





	El H. Senador señor Zaldívar, don Adolfo, respaldó totalmente los argumentos del H. Senador señor Bitar, indicando que era necesario insistir en el texto del Senado.





	Los HH. Senadores señora Feliú y señor Prat señalaron que, dado que coinciden con la conveniencia de las normas sobre transparencia y administración que contempla el numeral 30, eran de opinión de llevar el precepto a la Comisión Mixta, de modo de aprobar allí sólo lo relativo a dichos tópicos, y comprometiendo su apoyo si se desagregaba en esa instancia la discusión de las disposiciones contenidas en el referido numeral, pronunciándose negativamente respecto de las normas que no los satisfacen.





	Luego de un intercambio de opiniones las Comisiones Unidas acordaron rechazar la enmienda introducida por la Cámara de Diputados al número 30 aprobado por el Senado, consistente en desecharlo, a fin de tener la oportunidad de revisar el texto de dicho numeral en la Comisión Mixta. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Bitar, como miembro de las dos Comisiones, Prat, Siebert, también como integrante de ambas Comisiones, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, integrando las dos Comisiones.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, consultó el siguiente número 33, nuevo:





	"33.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 2º transitorio, las palabras "la garantía establecida" por la expresión "las garantías establecidas".".








	Las Comisiones Unidas aprobaron este numeral por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Bitar, como miembro de las dos Comisiones, Prat, Siebert, integrando ambas Comisiones, y Zaldívar, don Adolfo, también integrando las dos Comisiones.








ARTICULO SEGUNDO





	El artículo segundo del proyecto despachado por el Senado introduce, en sus catorce numerales, variadas modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas:








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, consultó los siguientes números 1 y 2, nuevos:





	"1.- Intercálase, a continuación del inciso primero del artículo 1º, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el inciso segundo a ser tercero:





	"En el evento de transferirse el derecho de explotación, en los términos señalados en los incisos cuarto y siguientes del artículo 32º del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, se aplicarán a los contratos de transferencia del derecho de explotación y a los adquirentes de ese derecho las siguientes disposiciones tarifarias:





	a) La zona de concesión materia del contrato de transferencia del derecho de explotación, así como sus ampliaciones, deberán contar con tarifas independientes respecto de otras zonas de concesión.





	b) Las tarifas que corresponda aplicar se calcularán de acuerdo con lo dispuesto en este texto legal y constituirán, en cualquier caso, las tarifas máximas por cobrar a los usuarios.  Para los efectos señalados en la letra anterior, y siempre que resulte procedente, dicha tarifa se fijará en forma previa a la licitación, debiendo para tal efecto establecerse la necesaria coordinación entre el licitador y la Superintendencia de Servicios Sanitarios.





	c) Sólo si las tarifas resultantes de la licitación fueren inferiores a las máximas establecidas por la Superintendencia de Servicios Sanitarios, serán éstas las máximas por cobrar a los usuarios y permanecerán vigentes, por una sola vez, durante dos períodos tarifarios.  No podrá, no obstante, mediante la licitación, alterarse la estructura tarifaria establecida por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.





	d) Las tarifas, ya sean aquellas fijadas por la Superintendencia de Servicios Sanitarios o las que resultaron de la licitación, iniciarán su vigencia junto con el contrato de transferencia del derecho de explotación.".





	2.- Sustitúyese, en los incisos segundo y quinto del artículo 4°, la expresión "tasa de tributación vigente" por "tasa de tributación efectiva", en ambos casos.".








	Las Comisiones Unidas rechazaron el número 1, nuevo, propuesto por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Páez, como miembro de las dos Comisiones, Prat, Siebert y Zaldívar, don Adolfo, también integrando ambas Comisiones.





	Respecto del nuevo número 2 que agrega la Cámara de Diputados, la H. Senadora señora Feliú expresó su total desacuerdo, señalando que es una alteración al sistema de tarifas aprobado por el Senado, que parte del supuesto de la empresa modelo, y apuntando que las tarifas deben establecerse en relación con costos modelos y no con costos contables.





	El H. Senador señor Cooper anunció asimismo su voto negativo a esta enmienda, puesto que, a su juicio, lo más lógico y eficiente es que la tasa que se aplique sea la tasa de tributación vigente.





	El H. Senador señor Urenda manifestó que no corresponde la utilización del término "tasa" de tributación, puesto que éste alude al tipo de impuesto que se paga.





	El H. Senador señor Zaldívar, don Adolfo, señaló que la expresión tasa de tributación vigente le parece equívoco, dado que se está ante una empresa concreta, razón por la cual concurriría con su voto a aprobar la enmienda, a fin de tener posibilidades de revisar la norma en la Comisión Mixta.





	El H. Senador señor Prat, apuntó que a su juicio debe respetarse integralmente, en todos los ámbitos, el concepto de empresa modelo, tanto en la fijación de sus costos como en el campo tributario, razón por la cual votaría en contra de la enmienda.





	En mérito de lo expuesto, las Comisiones Unidas rechazaron la inclusión del número 2, nuevo, propuesto por la Cámara de Diputados. El acuerdo fue adoptado por la mayoría de sus miembros, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Siebert, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, como miembro de las dos Comisiones. Se pronunció a favor de la modificación el H. Senador señor Páez, como miembro de las dos Comisiones.








- - - 





Número 2 Senado


(Número 4 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 2 una norma que reemplaza en el artículo 7º la expresión "cargos fijos periódicos" por "un cargo fijo periódico" y agrega el siguiente inciso segundo, nuevo:





	"El cargo fijo periódico será igual para todos los clientes de un prestador y considerará únicamente aquellos costos independientes del servicio que no dependen del volumen consumido o descargado.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó el número 2 por el siguiente:





	"4.- Reemplázase en el artículo 7º la expresión "cargos fijos periódicos" por "un cargo fijo periódico" y agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:





	"El cargo fijo periódico será igual para todos los clientes de un prestador y considerará únicamente los costos de administración asociados directamente a la cuenta cliente.





	Los demás costos serán cargados en el ítem de cargos variables.".".








	Los representantes del Ejecutivo explicaron que en el texto aprobado por el Senado en materia de tarificación existen tres cargos fijos, cuales son los que se asocian al agua potable, alcantarillado y cliente, precisando que la Cámara de Diputados propone sólo un cargo fijo, asociado a la cuenta cliente, que dice relación con la administración, y los otros dos se transforman en gastos variables, sistema que genera un incentivo para evitar el uso excesivo de agua.





	La H. Senadora señora Feliú recordó que el tema de los costos fijos había sido latamente discutido durante el primer trámite legislativo, y que se había considerado que una conceptualización de los mismos que tendiera a una finalidad distinta de la abstracta es inconveniente, señalando que le parece mejor el texto del Senado.





	El H. Senador señor Cooper indicó que prefiere el tratamiento que el Senado dio a la materia, que tiende a proteger el modelo tarifario.





	El H. Senador señor Siebert manifestó asimismo preferir el texto aprobado por el Senado, porque en su opinión el cargo fijo no debe depender de la cuenta cliente.





	El H. Senador señor Prat anunció su voto negativo a la enmienda, en virtud de que opina que el texto del Senado cautela en mejor forma que el de la Cámara de Diputados el concepto de cargo fijo, que es restringido por ésta última sólo a los de administración.





	El H. Senador señor Urenda, por su parte, expresó que, a su juicio, la fórmula adoptada por la Cámara de Diputados significa una rebaja en el costo fijo y un aumento en los costos variables que favorece al pequeño consumidor, razón por la cual la apoya.





	Los HH. Senadores señores Páez y Zaldívar, don Adolfo, señalaron que les parece que el sistema propuesto por la Cámara de Diputados, además de redundar en beneficio para los consumidores es más práctico y transparente, puesto que aumenta la información al cliente.





	Sometida a votación la modificación se produjo un empate. Votaron a favor los HH. Senadores señores Páez, como integrante de ambas Comisiones, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, también como miembro de las dos Comisiones. Se pronunciaron por rechazar la modificación introducida por la Cámara de Diputados los HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y los señores Cooper, Siebert y Prat.





	Repetida la votación de conformidad al Reglamento de la Corporación, el H. Senador señor Urenda cambió su voto por el de rechazo, haciendo presente que lo hacía sólo para resolver el problema de orden práctico que se había producido, y dentro del espíritu de que la norma, que comparte, sea vista por la Comisión Mixta. Como consecuencia de esta votación se resolvió el empate, produciéndose el rechazo de la sustitución efectuada por la Cámara de Diputados.








Número 4 Senado


(Número 6 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 4 que, primeramente, reemplaza el texto del artículo 9 por el actual texto del artículo 10, sustituyendo en su inciso primero la expresión "artículo 9" por la expresión "artículo 8", y, en seguida, agrega el siguiente inciso cuarto, nuevo:





	“Finalmente, se estructurarán fórmulas que expresarán las tarifas en función de los índices de precios representativos de las estructuras de costos involucradas en las diferentes etapas del servicio sanitario. Los índices de precios a considerar serán los informados por el Instituto Nacional de Estadísticas. Tratándose de índices no informados por dicho Instituto, serán determinados por la Superintendencia de Servicios Sanitarios, sobre la base de los índices que informen instituciones de reconocido prestigio en el ámbito nacional o internacional.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, le introdujo a este número las siguientes enmiendas:





	a) Sustituyó en el encabezamiento la expresión "agregando el siguiente inciso cuarto, nuevo:" por "agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:".





	b) Consultó a continuación del inciso cuarto propuesto, el siguiente inciso quinto, nuevo:





	"Las fórmulas considerarán un factor que represente la reducción anual que las tarifas deben experimentar como consecuencia de los aumentos de productividad de los factores de producción involucrados en la prestación de los servicios. Este factor será constante e igual para cada uno de los años de vigencia de la estructura tarifaria. Su valor no podrá ser inferior a 0,5% ni superior a 1,5% y será determinado anualmente por la Superintendencia sobre la base de la metodología que establezca el reglamento. El valor de dicho factor será publicado cada año por la Superintendencia y será aplicable a todos los prestadores cuyas tarifas entren en vigencia en los doce meses siguientes a su publicación.".








	La H. Senadora señora Feliú manifestó su desacuerdo con la proposición de la Cámara de Diputados, que implica apartarse del esquema de empresa modelo y una superposición al sistema vigente.





	El H. Senador señor Cooper señaló que la norma del Senado para determinación de tarifas le parece 


más clara y justa que la planteada por la Cámara de Diputados.





	El H. Senador señor Siebert opinó que es negativo para el sistema introducir el factor de productividad en este tema.





	El H. Senador señor Prat se pronunció en contra de la modificación planteada por la Cámara de Diputados porque el factor que pretende introducir genera arbitrariedad y produce un desincentivo a participar en el sector.





	En virtud de lo expuesto, las Comisiones Unidas rechazaron las enmiendas al número 4. El acuerdo fue adoptado con los votos de rechazo de los HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Siebert y Urenda. Los HH. Senadores señores Páez y Zaldívar, don Adolfo, ambos como miembros de las dos Comisiones, votaron a favor de las enmiendas.








Número 5 Senado


(Número 7 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente número 5:





	"5.- Sustitúyese el artículo 10, por el siguiente:





	"Artículo 10.- Los prestadores, utilizando las mismas bases de los estudios de la Superintendencia, elaborarán sus propios estudios.





	Los estudios del prestador y de la Superintendencia, conteniendo sus fundamentos, antecedentes de cálculo y resultados, serán puestos en mutuo conocimiento, en la fecha, hora y lugar que señale el Superintendente, en presencia de un Notario Público. El Notario certificará el hecho del intercambio y procederá a rubricar una copia de la documentación, en todas sus fojas, que guardará bajo su custodia en sobre cerrado y sellado.





	Si no hay discrepancias entre los resultados del estudio realizado por la Superintendencia y el del prestador, se fijarán las tarifas derivadas del estudio de la Superintendencia.





	Las discrepancias que pudieren existir deberán contenerse en una presentación formal y pormenorizada que el prestador hará ante la Superintendencia y se solucionarán a través de acuerdo directo entre ambos, el que deberá constar en resolución fundada de la Superintendencia, exenta del trámite de toma de razón. Si el prestador no efectuase presentación formal y pormenorizada de sus divergencias, se aplicarán las tarifas determinadas por la Superintendencia.





	La presentación de las discrepancias y el acuerdo sólo podrán realizarse dentro del plazo de los 45 días siguientes al intercambio de estudios establecido en el inciso segundo. En caso de que las discrepancias no hayan sido solucionadas, la Superintendencia, deberá constituir una comisión formada por tres expertos nominados uno por el prestador, otro por el Superintendente y, el tercero, elegido por éste de una lista de expertos, acordada entre la Superintendencia y el prestador antes del inicio de cada proceso de fijación tarifaria.





	La comisión de expertos deberá pronunciarse sobre cada uno de los parámetros en que exista discrepancia, en mérito de los fundamentos y antecedentes de los respectivos estudios, optando de manera fundada por uno de los dos valores, no pudiendo adoptar valores intermedios.  La comisión podrá modificar parámetros distintos de aquéllos sobre los que verse la divergencia, si así lo requiere la consistencia global de la estructura tarifaria.  El dictamen de la comisión será informado en acto público, tendrá el carácter de definitivo y será obligatorio para ambas partes.  El reglamento establecerá los procedimientos y formalidades aplicables al trabajo de la comisión.





	Una vez informado el dictamen a que se refiere el inciso anterior, el Superintendente, certificando este hecho, deberá requerir al Notario correspondiente la entrega de toda la documentación guardada bajo su custodia.





	Los honorarios de la comisión y del Notario se pagarán por mitades entre la Superintendencia y el prestador involucrado.





	Todos los estudios, antecedentes, procedimientos de cálculo e informes usados en la fijación de tarifas, incluidos los documentos que se mantuvieron bajo custodia notarial, serán públicos una vez concluido el proceso de fijación tarifaria.".".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, efectuó en el número 5 las siguientes modificaciones:





	a) Agregó en el inciso cuarto del artículo 10 propuesto, a continuación de la palabra "Superintendencia", la primera vez que aparece en el texto, la siguiente frase:"dentro de los 30 días siguientes al intercambio de estudios establecidos en el inciso segundo".





	b) Suprimió en el inciso quinto la frase: "La presentación de las discrepancias y", colocando con mayúscula inicial el artículo "el", que le sigue.








	La H. Senadora señora Feliú manifestó no ver la conveniencia de la rigidización planteada por la modificación, razón por la cual la rechaza.





	Los HH. Senadores señores Cooper y Urenda opinaron que la proposición de la Cámara de Diputados contribuye al ordenamiento de la norma, precisando el primero de ellos que le parece más fácil que se establezca que se debe llegar con el proceso afinado al plazo de los 45 días que fija el inciso quinto del artículo 10.





	El H. Senador señor Prat expresó tener dudas en torno a que la falta de flexibilidad propuesta pueda producir un daño mayor que los eventuales beneficios de su supuesto efecto ordenador.





	En atención a lo expuesto, las Comisiones Unidas aprobaron las enmiendas efectuadas al numeral 5. El acuerdo fue adoptado por la mayoría de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Siebert, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, como integrante de ambas Comisiones. Se pronunció en contra de las modificaciones la H. Senadora señora Feliú, como miembro de las dos Comisiones, y se abstuvo el H. Senador señor Prat.








Número 6 Senado


(Número 8 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente número 6:





	"6.- Sustitúyese el  artículo 11, por el siguiente:





	“Artículo 11.- Durante el período de vigencia de las fórmulas tarifarias, las tarifas que los prestadores podrán cobrar a sus clientes se obtendrán automáticamente, aplicándoles las variaciones de los índices de precios que en ellas se establezca. Las nuevas tarifas se aplicarán a contar del día quince del mes que corresponda, cada vez que se acumule una variación de, a lo menos, un tres por ciento en uno de los cargos tarifarios.





	Cada vez que los prestadores reajusten sus tarifas, deberán comunicar previamente los nuevos valores a la Superintendencia de Servicios Sanitarios e informarlos, por una vez, a los usuarios, con ocasión del envío de la cuenta mensual del servicio y mediante publicación en un diario de circulación regional y a través de un medio de comunicación radial, en aquellas áreas de concesión ubicadas en zonas geográficas aisladas o de difícil acceso, según lo determine el reglamento.”.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, agregó, en el inciso primero del artículo 11 propuesto por el número 6, la siguiente oración final:





	"La reducción de tarifas como consecuencia de la aplicación del factor señalado en el inciso quinto del artículo 9°, se realizará anualmente en forma automática a partir de los doce meses contados desde la entrada en vigencia de las tarifas.".








	Las Comisiones Unidas rechazaron esta enmienda, como consecuencia del rechazo a la modificación introducida al número 4 del texto aprobado por el Senado en el primer trámite. El acuerdo se adoptó con los votos de rechazo de los HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Urenda y Siebert. Se pronunció a favor de la enmienda el H. Senador señor Zaldívar, don Adolfo, como integrante de ambas Comisiones.








Número 7 Senado


(Número 9 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 7 del siguiente tenor:





	"7.- Intercálase en el artículo 12, el siguiente inciso tercero, nuevo,  pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:





	“En el caso que sea necesario determinar tarifas para nuevas prestaciones, o para componentes adicionales de una prestación, tales como el tratamiento de aguas servidas en la etapa de disposición, o la fluoruración en la etapa de producción, las tarifas que se determinen de acuerdo al procedimiento señalado en esta ley podrán adicionarse a las fórmulas tarifarias a través de un decreto tarifario complementario, y tendrán vigencia hasta el término del período en curso. Igual procedimiento se aplicará en el caso de prestaciones que la Comisión Resolutiva establecida en el decreto ley Nº 211, de 1973, determine que tienen características monopólicas y por lo tanto sea necesario fijarles tarifas dentro del respectivo período tarifario.”.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó el número 7 por el siguiente:





	"9.- Introdúcense en el artículo 12º las siguientes modificaciones:





	a) Intercálase, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:





	"En el caso que sea necesario determinar tarifas para nuevas prestaciones, o para componentes adicionales de una prestación, tales como el tratamiento de aguas servidas en la etapa de disposición, o la fluoración en la etapa de producción, las tarifas que se determinen de acuerdo al procedimiento señalado en esta ley podrán adicionarse a las fórmulas tarifarias a través de un decreto tarifario complementario y tendrán vigencia hasta el término del período en curso. Igual procedimiento se aplicará en el caso de prestaciones que la Comisión Resolutiva establecida en el decreto ley Nº 211, de 1973, determine que tienen características monopólicas y, por lo tanto, sea necesario fijarles tarifas dentro del respectivo período tarifario. Esta   norma será también aplicable en el caso de las etapas de producción o disposición cuando existan cambios relevantes y, a juicio de la Superintendencia, procedentes, en la tecnología de tratamiento.".





			b) Agréganse, como incisos finales, nuevos, los siguientes:





			"No obstante, los prestadores deberán abonar o cargar a la cuenta de los usuarios las diferencias producidas entre lo efectivamente facturado y lo que corresponda acorde a las fórmulas tarifarias que en definitiva se establezcan, por todo el período transcurrido entre el día de terminación del período tarifario a que se refiere el inciso primero de este artículo y la fecha de publicación de las nuevas fórmulas tarifarias.





			Las reliquidaciones que sean procedentes serán reajustadas de acuerdo al interés corriente para operaciones no reajustables en moneda nacional de menos de noventa días vigente a la fecha de publicación de las nuevas tarifas, por todo el período a que se refiere el inciso anterior.  Estas devoluciones deberán abonarse o cargarse en las boletas o facturas emitidas con posterioridad a la publicación de las tarifas, en el plazo, forma y condiciones que al respecto determine la Superintendencia.





			La Superintendencia fiscalizará el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su infracción, cuando se trate del no abono a los usuarios de las cantidades que les correspondan,  será sancionada con una multa equivalente al mayor valor entre aquel que se establece como máximo en la letra a) del artículo 11 de la ley Nº 19.802 y dichas cantidades no abonadas incrementadas en el 50%.





	En todo caso, se entenderá que las nuevas fórmulas tarifarias entrarán en vigencia a contar del vencimiento del período tarifario señalado en el inciso primero de este artículo.".".








	Las Comisiones Unidas dividieron la discusión de estos dos literales.





	Respecto de la letra a), la H. Senadora señora Feliú señaló que la modificación le parece inconveniente puesto que atenta contra el sistema propuesto por el Senado, que se atiene a parámetros objetivos, dado que ese literal conlleva gran subjetividad por la facultad discrecional que se otorga a la Superintendencia.





	El H. Senador señor Prat expresó su opinión contraria a la enmienda efectuada, sosteniendo que a su juicio ella introduce un factor de incertidumbre y que atenta contra la estabilidad de la norma tarifaria y de su período de vigencia, el entregar al juicio de la Superintendencia la determinación de que existen los cambios relevantes y procedentes en la tecnología de tratamiento a que se refiere la parte final del literal a) propuesto por la Cámara de Diputados.





	Los personeros del Ejecutivo, ante la inquietud en tal sentido manifestada por el H. Senador señor Prat, hicieron presente que la disposición no debería significar un escollo para desarrollar cambios tecnológicos por las empresas, puesto que dichos cambios pueden significar tanto un aumento de los costos como una reducción de los mismos, y en este último caso, la variación tarifaria debería ir en ese sentido.





	El H. Senador señor Urenda indicó que la norma debería ser acotada y precisada en mejor forma, mostrándose partidario de llevar su revisión a la Comisión Mixta.





	En mérito de lo expuesto, las Comisiones Unidas rechazaron la modificación propuesta en el literal a). El acuerdo fue adoptado con los votos de rechazo de los HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Siebert y Urenda. Se pronunció por la aprobación el H. Senador señor Zaldívar, don Adolfo, como miembro de las dos Comisiones.





	Respecto del literal b), los representantes del Ejecutivo señalaron que éste sólo pretende introducir en la Ley de Servicios Sanitarios un concepto recién aprobado para la ley de servicios eléctricos, que consiste en que las nuevas tarifas entren en vigor en el plazo que establece la ley y su vigencia no sea demorada por factores ajenos, recursos, etc., ya que ello puede provocar daño patrimonial, tanto a los usuarios como a las empresas distribuidoras.





	El H. Senador señor Prat señaló que, no obstante compartir la argumentación expuesta, es partidario de revisar la redacción de la disposición en la Comisión Mixta, a fin de concordar plenamente lo dispuesto en la Ley de Servicios Sanitarios con lo resuelto para los servicios eléctricos.





	La H. Senadora señora Feliú observó que, si bien también coincide con el objetivo de la norma, piensa que tal vez sería preferible que la materia fuera tratada en un artículo separado, por lo cual concordó con la idea de revisar el asunto en la Comisión Mixta.





	El H. Senador señor Urenda, asimismo, manifestó su anuencia a los objetivos perseguidos por las normas en discusión, pero estimó conveniente revisar la redacción en la Comisión Mixta, incluso respecto de la ley actual, que en el inciso tercero del artículo 12 -al que se refiere la modificación- dispone que "vencido el período de vigencia de las fórmulas tarifarias, continuarán rigiendo mientras no sean fijadas las nuevas". Sobre el particular sostuvo que sería más propio emplear una expresión tal como "continuarán aplicándose", u otra similar.





	En mérito de lo expuesto, el literal b) propuesto por la Cámara de Diputados fue rechazado por las Comisiones Unidas, que si bien encontraron atendibles y compartieron los fines perseguidos por los incisos que se agregan al artículo 12, como se expresó en el debate, fueron de opinión de que la norma debía ser perfeccionada en la Comisión Mixta. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Siebert, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, como miembro de las dos Comisiones.








Número 8 Senado


(Número 10 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente número 8:





	"8.- Sustitúyese el artículo 13, por el siguiente:





	"Artículo 13.- La Superintendencia deberá informar a través de publicación en el Diario Oficial que se encuentran a disposición del público y los prestadores, las bases sobre las cuales se efectuará el estudio para determinar las fórmulas tarifarias del período siguiente, con a lo menos 12 meses de anticipación al término del período de vigencia de éstas. Quienes tengan interés comprometido podrán hacer observaciones a dichas bases dentro de 60 días contados desde la fecha de la referida publicación, debiendo la Superintendencia responder fundadamente a tales observaciones dentro de los 45 días siguientes a su recepción.





	Las bases deberán definir, al menos, los siguientes aspectos: sistemas a ser estudiados, criterios de optimización aplicables a la operación y expansión de los sistemas, criterios para la definición del nivel de demanda de planificación, de la demanda media anual, media mensual, punta, no punta e indicadores de pérdida, estacionalidad, rendimiento, costos operacionales, estructura de personal, energía, mantenimiento, estructura de activo fijo, dimensionamiento, cubicaciones, precios unitarios, vida útil contable y económica, niveles de calidad del agua, del servicio, y de la atención a los usuarios, metodología de valoración al agua cruda y metodología de cálculo de la tasa de costo de capital.”.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó el inciso segundo propuesto para el artículo 13 por el siguiente:





	"Las bases deberán definir, al menos, los siguientes aspectos: sistemas a ser estudiados, criterios de optimización aplicables a la operación y a la expansión de los sistemas; criterios para definición del nivel de demanda de planificación; niveles de calidad del agua, del servicio, y de la atención a los usuarios; metodología de valoración del agua cruda, y metodología de cálculo de la tasa de costo de capital.".








	Los representantes del Ejecutivo explicaron que la enmienda fue propuesta a sugerencia de los técnicos que trabajan en los procesos de constitución de las bases en el proceso tarifario, quienes sugirieron esta fórmula, que está más relacionada con los parámetros que realmente se ocupan durante la formulación de las bases.





	Las Comisiones Unidas aprobaron la enmienda por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, Prat, Siebert, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, como miembro de las dos Comisiones.








Número 9 Senado


(Número 11 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 9 que agrega al artículo 14 el siguiente inciso segundo, nuevo:





	“Asimismo, tratándose de consumos de agua potable superiores a los 1.000 metros cúbicos mensuales, el prestador podrá exigir al solicitante, una garantía suficiente para caucionar el cumplimiento de una fracción de dicho consumo durante un período de tiempo. La metodología para el cálculo del monto y plazo de la garantía así como de la fracción del consumo estimado a garantizar, serán establecidas en el reglamento.”.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó, en el inciso segundo propuesto, el guarismo "1.000" por "10.000".





	Luego de un intercambio de opiniones en que los señores Senadores se mostraron partidarios de revisar la fórmula de consumo fijo adoptada tanto por el Senado como por la Cámara de Diputados, ya que un mínimo fijo -como el que se propone- puede afectar a empresas pequeñas y no significar nada para empresas medianas o grandes, consideraron estudiar como alternativa la fijación de un porcentaje del servicio total, sugerida por el H. Senador señor Urenda, por lo que las Comisiones Unidas rechazaron la modificación, con la finalidad de poder revisar la norma en la Comisión Mixta. El acuerdo fue adoptado por la misma unanimidad consignada respecto de la votación de la enmienda al numeral 8.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, intercaló el siguiente número 13, nuevo:





	"13.- Suprímese, en el inciso primero del artículo 16, la oración "factibles de dar servicio,".".








	Los personeros del Ejecutivo explicaron que lo que se pretende es evitar que la aplicación de la norma del artículo 16, referida al aporte de financiamiento reembolsable, que tiene por finalidad solventar la extensión de redes, se condicione con la alegación de que no hay factibilidad de dar servicio.





	El H. Senador señor Cooper se declaró partidario del tratamiento que da a la materia el texto vigente del D.F.L. Nº 70, que a su juicio resuelve con mayor propiedad el asunto.





	El H. Senador señor Prat sostuvo que la fórmula propuesta por la Cámara de Diputados introduce un factor de indefinición que puede generar problemas, señalando que en su opinión habría, -en vez de proceder a la eliminación de la frase como hace la enmienda-, que precisar en mejor forma el texto.





	Las Comisiones Unidas rechazaron el número 13 propuesto por la Cámara de Diputados, a objeto de poder revisar el tema en la Comisión Mixta. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, como miembro de las dos Comisiones, Prat, Urenda y Zaldívar, don Adolfo, también integrando ambas Comisiones.








- - - 





Número 11 Senado


(Número 14 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 11 que reemplaza la oración final del inciso segundo del artículo 17, que dice: "El interés deberá ser el que determine el Banco Central para operaciones reajustables en moneda nacional al más largo plazo, vigente a la fecha de la devolución." por otra que expresa: "El interés deberá ser el valor que resulte de incrementar en un punto la tasa promedio de los instrumentos de deuda emitidos por empresas nacionales con vencimiento superior a 8 años clasificados en categoría BBB o superior, informada por la Superintendencia de Valores y Seguros. El número de meses para establecer el promedio se regulará por lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5.”.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, efectuó en este número las siguientes enmiendas:





	Intercaló entre las palabras "tasa" y "promedio", la expresión "anual"; agregó entre los vocablos "deuda" y "emitidos", las palabras "en moneda nacional reajustables", y sustituyó la expresión: "se regulará por lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5.", por la siguiente: "será de treinta y seis contados hacia atrás a partir de la fecha que defina el reglamento, la que en todo caso deberá ser lo más próxima posible a la del aporte.".








	Los personeros del Ejecutivo señalaron que la norma propuesta por la Cámara de Diputados apunta sólo a precisar la del texto del Senado.





	Efectuada la votación se pronunciaron a favor de la enmienda los HH. Senadores señores Páez, como integrante de ambas Comisiones, Prat y Urenda. Se pronunció en contra la H. Senadora señora Feliú, como miembro de las dos Comisiones, y se abstuvo el H. Senador señor Cooper, también integrando las dos Comisiones.





	Repetida la votación dado que la abstención dejaba sin resolver el asunto, y con el ánimo de profundizar más en el tema en la Comisión Mixta, las Comisiones Unidas rechazaron la modificación. El acuerdo se produjo con los votos de rechazo de los HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, Cooper, como miembro de las dos Comisiones, y Prat. Mantuvieron su voto favorable a la enmienda los HH. Senadores señores Páez, integrando ambas Comisiones, y Urenda.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, consultó a continuación el siguiente número, nuevo:





	"17.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 21, la expresión "Para las demás" por la frase "Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12, para las demás".".








	Las Comisiones Unidas aprobaron esta modificación, por considerar que otorga precisión a la norma, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, como miembro de las dos Comisiones, Páez, también integrando ambas Comisiones, Prat y Urenda.





- - - 





Número 14 Senado


(Número 18 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente número 14:





	14.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 2 transitorio, la fecha “30 de junio de 1992” por “31 de diciembre de 1997”, y agrégase el siguiente inciso final, nuevo:





	“Estas entidades mantendrán sus cobros vigentes a la fecha de dictación de esta ley, pudiendo éstos ser modificados mediante Decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, previo informe de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.”.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el que se indica a continuación:





	"18.- Sustitúyese el artículo 2º transitorio por el siguiente:





	"Artículo 2º.- Tratándose de aquellos prestadores que no cuenten con tarifas fijadas de conformidad con el procedimiento que establece esta ley, su primera fijación deberá efectuarse dentro del plazo de dos años a contar de la entrada en vigencia de esta ley, para los prestadores que se encuentren calificados como servicio público a esa fecha.  Para los demás prestadores, se dispondrá del plazo de un año, a contar de la fecha en que sean calificados como servicios públicos por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.".".








	Los personeros del Ejecutivo explicaron que la ley reconoció como prestadores de servicios a varios servicios públicos, algunos de los cuales eran concesionarios y otros fueron reconocidos como tales de pleno derecho y se les aplica la ley, pero que lo que ocurre es que respecto de algunos de ellos no se ha hecho la fijación tarifaria, dado que la Contraloría General de la República no acepta que se dicten decretos tarifarios por haber vencido el plazo.





	La H. Senadora señora Feliú, junto con manifestar su extrañeza por la posición de la Contraloría General de la República, atendido que los plazos en la administración no son fatales, y solicitar formalmente se le haga entrega de la información de hecho relacionada con el tema, hizo presente que a su juicio debía considerarse la posibilidad de que esta materia fuese contemplada en una norma permanente. Señaló que la norma se aplica a los servicios públicos y no a los particulares, que tienen tarifa libre, diciendo que la empresa que pasa a ser servicio público entra de lleno en el sistema y tiene que someterse al procedimiento de tarificación. Indicó que no ve fundamento alguno para que una empresa que pasa a ser servicio público se vea limitada al plazo de un año para proceder al cobro.





	Las Comisiones Unidas rechazaron la enmienda, para tener la posibilidad de revisar la norma en la Comisión Mixta. El acuerdo se adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, como miembro de las dos Comisiones, Páez, también integrando ambas Comisiones, Prat y Urenda.








ARTICULO TERCERO





	El artículo tercero despachado por el Senado introduce, en sus distintos numerales, diversas modificaciones a la ley Nº 18.902, que creó la Superintendencia de Servicios Sanitarios.








Número 1 Senado





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 1 una norma que reemplaza el artículo 2º por el siguiente:





	“Artículo 2º.- Corresponderá a la Superintendencia de Servicios Sanitarios la fiscalización de los prestadores de servicios sanitarios respecto del cumplimiento de las normas relativas a servicios sanitarios y el control de los residuos líquidos industriales, pudiendo al efecto inspeccionar la ejecución de las obras de infraestructura sanitaria que se efectúen por las prestadoras, de oficio o a petición de cualquier interesado.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó el número 1 despachado por el Senado por uno que también reemplaza el artículo 2º, por otro del siguiente tenor:





	"1.- Sustitúyese el artículo 2º por el siguiente:


	"Artículo 2º.- Corresponderá a la Superintendencia de Servicios Sanitarios la fiscalización de los prestadores de servicios sanitarios, del cumplimiento de las normas relativas a servicios sanitarios, el control de los residuos líquidos industriales y el resguardo del interés colectivo de los usuarios, pudiendo al efecto, de oficio o a petición de cualquier interesado, inspeccionar las obras de infraestructura sanitaria que se efectúen por los prestadores y, asimismo, los estudios que las antecedan, y estará facultada para adoptar las medidas que estime necesarias para asegurar el debido cumplimiento de las normas técnicas vigentes.".".





	La H. Senadora señora Feliú hizo presente que, asumiendo que lo que debe hacerse es una fiscalización legal, y no de mérito, no entiende que se atribuya a la Superintendencia facultades para inspeccionar las obras de infraestructura que se efectúen por los prestadores, ni los estudios que las antecedan.





	Los representantes del Ejecutivo indicaron que el tema del diseño de los estudios que anteceden a las obras de infraestructura reviste para ellos gran importancia, dado que estudios deficientes podrían traducirse en serios inconvenientes, como lo demostraría, por ejemplo y en otra área, el problema de los escapes de gas en edificios de la capital.





	El H. Senador señor Páez se mostró firmemente convencido de la necesidad de dotar a la Superintendencia de facultades para inspeccionar obras de infraestructura y estudios, expresando su extrañeza porque se cuestionara atribuciones en tales materias.





	El H. Senador señor Prat manifestó que reconoce la importancia de considerar el tema de los estudios, pero que tiene una objeción de fondo en relación a la atribución que se confiere a la Superintendencia para resguardar el interés colectivo de los usuarios.





	El H. Senador señor Cooper expresó compartir la aprensión del H. Senador señor Prat en cuanto al resguardo del interés colectivo de los usuarios, ya que a su juicio existen otras entidades que pueden hacerse cargo de ello, apuntando, además, que le parece que el texto del Senado otorga a la Superintendencia suficientes facultades de fiscalización.





	Puesta en votación la enmienda al número 1, resultó rechazada por las Comisiones Unidas. El acuerdo fue adoptado con los votos de rechazo de los HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, como miembro de las dos Comisiones, Prat y Urenda. Se pronunció a favor de la modificación el H. Senador señor Páez, como integrante de ambas Comisiones.








Número 3 Senado





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente número 3:





	"3.- Agréganse los siguientes artículos 3ºA y 3ºB, nuevos: 





	“Artículo 3º A.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes legítimos hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o por personas que estén ligados a ellos por vínculos de adopción, o a través de personas naturales o de personas jurídicas en que tengan control de su administración, participen en la propiedad de empresas prestadoras de servicios sanitarios, o de empresas proveedoras de equipos, insumos o servicios específicos habituales de empresas prestadoras de servicios sanitarios, o de empresas inmobiliarias, o de empresas constructoras que sean contratistas habituales de empresas prestadoras de servicios sanitarios.





	La misma inhabilidad afectará a los funcionarios del servicio que desempeñen cargos de exclusiva confianza del Superintendente.





	La inhabilidad sobreviniente producirá la inmediata cesación en el cargo.





	El Superintendente y los funcionarios de su exclusiva confianza, antes de asumir sus cargos, deberán declarar bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una notaría del domicilio de la Superintendencia, el que se remitirá a la Contraloría General de la República, su estado de situación patrimonial y el de su cónyuge, aun cuando se encuentren separados de bienes. Esta declaración deberá renovarse en cada oportunidad en que se produzca una variación relevante de patrimonio y al hacer dejación del cargo.  El incumplimiento de esta obligación, así como la omisión de bienes en la declaración en un porcentaje superior al 20% del total de bienes que debieren haberse declarado, hará incurrir en responsabilidad administrativa, pudiendo sancionarse este incumplimiento hasta con la destitución. Si la infracción se cometiere al hacer dejación del cargo, la sanción será la inhabilidad absoluta para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años, sanción  que será aplicada previo sumario administrativo instruido por la Contraloría General de la República.





	Artículo 3º B.- El Superintendente, los funcionarios de la Superintendencia y las personas que le presten servicios, deberán guardar reserva de los antecedentes que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización, especialmente aquéllos que revistan el carácter de reservado, mientras mantengan tal calidad y deberán abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros.





	Prohíbese al Superintendente y a los demás funcionarios del servicio prestar por sí o a través de otras personas naturales o jurídicas, servicios personales a personas o entidades sometidas a la fiscalización de la Superintendencia o a los directivos, jefes o empleados de ellas, durante su desempeño en el servicio. La misma prohibición regirá respecto de las empresas mencionadas en el inciso primero del artículo anterior, que no se encuentran sujetas a la fiscalización de la Superintendencia.





	La prohibición señalada en el inciso anterior se aplicará al Superintendente y a los funcionarios de su exclusiva confianza hasta 3 meses después de haber hecho dejación del cargo.





	Las sanciones establecidas en el inciso final del artículo anterior, serán aplicables a la contravención de las obligaciones y prohibiciones establecidas en este artículo.





	Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de las demás responsabilidades civiles y penales que pudieren imputársele al infractor.”.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, efectuó las siguientes enmiendas a este número:





	a) Reemplazó el inciso primero del artículo 3ºA propuesto, por el siguiente:





	"Artículo 3º A.-  Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente las personas que, por sí o por sus cónyuges, o por sus parientes legítimos hasta el primer grado de consanguinidad, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o a través de personas naturales o de personas jurídicas en que tengan control de su administración, participen en la propiedad de empresas prestadoras de servicios sanitarios, o de empresas proveedoras de equipos, insumos o servicios específicos habituales de empresas prestadoras de servicios sanitarios, o de empresas de desarrollo inmobiliario, o de empresas constructoras que sean contratistas habituales de empresas prestadoras de servicios sanitarios.".





	b) Sustituyó el inciso tercero por el que se señala a continuación:





	"La inhabilidad sobreviniente, declarada en sumario administrativo incoado por la Contraloría General de la República, producirá la inmediata cesación en el cargo.".





	c) Consultó, a continuación del inciso cuarto, el siguiente quinto, nuevo:





	"Además, el Superintendente y los funcionarios de su exclusiva confianza deberán declarar, en el mejor de sus conocimientos y en los mismos términos señalados precedentemente, la participación de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o primero de afinidad en la propiedad de las empresas a que se refiere el inciso primero.".








	Los personeros del Ejecutivo explicaron que las modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados apuntan básicamente a dos aspectos, el primero de los cuales dice relación con morigerar la norma del Senado en el sentido de evitar que se generen causales de inhabilidad por actos de terceros, lo que provocaría inseguridad e inestabilidad en el funcionario que desempeñe la función, consistiendo el segundo en precisar que la causal de inhabilidad sobreviniente debe ser declarada en un procedimiento administrativo, considerándose que la entidad más apropiada para incoarlo es la Contraloría General de la República.





	Las Comisiones Unidas, si bien concordaron en la conveniencia de atenuar el texto del Senado en lo relativo a las causales de inhabilidad sobrevinientes, rechazaron la enmienda al inciso primero del artículo 3ºA introducida por la Cámara de Diputados, a fin de perfeccionar la norma en la Comisión Mixta. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, también como miembro de las dos Comisiones, Prat y Urenda.





	Por igual votación y como consecuencia del rechazo anterior rechazaron la sustitución del inciso tercero y la incorporación de un inciso quinto, nuevo.





	Respecto de la enmienda al inciso tercero la H. Senadora señora Feliú, además de sostener que estaría incorrectamente planteada porque no corresponde a la Contraloría General de la República declarar las inhabilidades, solicitó se dejara constancia de que, si la norma es aprobada en la Comisión Mixta, debe ser votada en la Sala con el quórum de una norma de rango orgánico constitucional.








Número 4 Senado





	El Senado aprobó, en primer trámite constitucional, un número 4 del tenor que se indica:





	"4.- Agréganse, en el artículo 4º, las siguientes letras i), j), k) y l), nuevas, suprimiéndose la conjunción "y" al final de la letra g), pasando la coma (,) que la antecede a ser punto y coma(;) y el punto final de la letra h) a ser punto y coma (;):





	“i) Requerir la respuesta de las empresas prestadoras a los reclamos de los usuarios en los casos que corresponda;





	j) Emitir informes periódicos sobre la calidad de servicio de las distintas prestadoras y sobre cualquier otra información útil para el usuario de servicios sanitarios. Los informes deberán basarse en indicadores objetivos;





	k) Solicitar a otras instituciones la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones, y





	l) Las demás funciones y atribuciones que las leyes le asignen.".".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo a este número las siguientes enmiendas:





	a) Reemplazó, en la letra k), la coma (,) y la conjunción "y" que la sigue, por un punto y coma (;).





	b) Consultó en seguida, la siguiente letra l), nueva:





		"l) Exigir, de oficio o a petición de parte, la certificación del caudal de fuentes de agua subterránea pertenecientes a concesiones de producción de agua potable, y".





	c) La letra l) pasó a ser m), sin enmiendas.








	Los personeros del Ejecutivo señalaron que las enmiendas planteadas apuntan a que la Superintendencia tenga facultades para pedir la certificación del caudal de fuentes a las concesionarias de producción de agua potable no sólo al momento de constituirse sino en cualquier momento de la prestación de servicios.





	La H. Senadora señora Feliú expresó que la norma propuesta debería estar subsumida en otra que estuviera destinada a velar porque las empresas tengan recursos hídricos suficientes, añadiendo que de no existir ésta la disposición propuesta no resuelve por sí sola el problema.





	Las Comisiones Unidas rechazaron la enmienda, para poder revisar el precepto en la Comisión Mixta. El acuerdo se adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, como miembro de las dos Comisiones, Prat y Urenda.








Número 5 Senado





	El Senado aprobó, en primer trámite constitucional, un número 5 que suprime los artículos 5º, 7º y 9º.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó el número 5 por el siguiente:





	"5.- Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:


	"Artículo 5º.- El Superintendente, con sujeción a la planta y dotación máxima de la Superintendencia, gozará de la más amplia libertad para establecer su organización interna; pudiendo al efecto y sin que ello signifique limitación de sus atribuciones, fijar y modificar las unidades del Servicio, asignándoles el personal necesario, fijar y modificar sus sedes, dependencias, sus atribuciones y obligaciones.





	El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% de la dotación máxima de la Superintendencia.





	El Superintendente velará porque la labor fiscalizadora de la Superintendencia se ejerza adecuadamente en todo el territorio nacional, debiendo establecer una o más sedes regionales con competencia en una o varias Regiones.".".








	Los representantes del Ejecutivo expresaron que el espíritu de la norma aprobada en la Cámara de Diputados apunta a lograr una mejor administración, y su inciso final a consagrar en la ley el mandato para que se establezcan sedes regionales de la Superintendencia, que hoy en día carece de ellas.





	La H. Senadora señora Feliú recordó que el Senado no aprobó una norma de este tipo en el primer trámite, en atención a que, según lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado, los jefes superiores de servicios tienen las más amplias facultades para administrarlos.





	Señaló, asimismo, que no se puede establecer como sistema permanente que el personal a contrata pueda desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, dado que ello constituye una violación al sistema regular de funcionamiento los servicios públicos, aun cuando ocasionalmente se dé la situación en servicios con dotaciones irregulares, indicando que el inciso final es innecesario porque contempla una función que es propia del Superintendente, por un lado, y por otro que las sedes regionales, en lo que a la planta se refiere, deben ser materias propias de ley.





	Los HH. Senadores señores Prat y Urenda señalaron ser partidarios de llevar la discusión de este punto a la Comisión Mixta.





	La enmienda al número 5 fue rechazada, por las razones expuestas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Cooper, como miembro de las dos Comisiones, Prat y Urenda.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, consultó a continuación del número 6 el siguiente 7, nuevo:





	"7.- Suprímense los artículos 7º y 9º.".








	Esta modificación fue rechazada por las Comisiones Unidas, como consecuencia del rechazo de la enmienda al numeral 5, y con igual votación a la registrada respecto de aquélla.








- - - 





Número 7 Senado


(Número 8 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente número 7:





	"7.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 11:





	a) Sustitúyese su letra a), por la siguiente: 





	“a) Multa a beneficio fiscal de una a cincuenta unidades tributarias anuales, tratándose de infracciones que importen deficiencias en la calidad, continuidad u obligatoriedad de los servicios, cobros indebidos, trato económico discriminatorio a los usuarios, deficiencias en la atención de los reclamos de los usuarios, daño a las redes u obras generales de los servicios, o incumplimiento de la obligación de entregar la información requerida por la Superintendencia en conformidad a la ley.





	En igual sanción incurrirán los responsables de descargas de residuos industriales líquidos que no cumplan la normativa vigente.”; 





	b) En la letra b), sustitúyese la expresión "ciento una a mil unidades tributarias mensuales" por “ cincuenta y una a quinientas unidades tributarias anuales”;





	c) En la letra c), sustitúyese la expresión "una a doscientas unidades tributarias mensuales" por "una a cien unidades tributarias anuales" y elimínase la frase final que dice "En caso de reiteración de la infracción, la multa se duplicará, no pudiendo exceder de mil unidades tributarias mensuales.".





	d) Agréganse las siguientes letras d), e) y f), nuevas :





	“d) Multa a beneficio fiscal de cincuenta y una a quinientas unidades tributarias anuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o al no cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 63º y siguientes de la Ley General de Servicios Sanitarios.





	e) Multa a beneficio fiscal de cincuenta y una a cinco mil unidades tributarias anuales cuando se trate del incumplimiento del plan de desarrollo aprobado por la Superintendencia.





	f) Multa a beneficio fiscal de cincuenta y una a mil unidades tributarias anuales cuando se trate de  la entrega o uso indebido de información privilegiada.”.





	e) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:





	"Las multas señaladas en el inciso anterior podrán aumentarse hasta el doble del monto mayor señalado en cada caso, cuando se trate de infracciones reiteradas. Se entenderá que existe reiteración cuando se trate de la tercera infracción cometida en la misma materia durante los últimos doce meses.".





	f) Su actual inciso segundo, pasa a ser tercero, reemplazando la expresión "el inciso anterior" por "los incisos anteriores".





	g) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:





	“Por las personas jurídicas responderán, además, sus administradores o representantes legales, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción y serán solidariamente responsables entre sí y con la sociedad que administren, de todas las sanciones derivadas de la aplicación de las normas a que se refiere esta disposición.".".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó el número 7, que pasa a ser 8, por el que a continuación se indica:





	"8.- Sustitúyese el artículo 11, por el siguiente:





	"Artículo 11.- Los prestadores de servicios sanitarios que incurrieren en alguna infracción a las leyes, reglamentos y demás normas relacionadas con los servicios sanitarios, o en incumplimiento de las instrucciones, órdenes y resoluciones que dicte la Superintendencia, podrán ser objeto de la aplicación por ésta, sin perjuicio de las establecidas específicamente en esta ley o en otros cuerpos legales o reglamentarios, de algunas de las siguientes multas a beneficio fiscal en los siguientes casos:





	a) De veinte a cien unidades tributarias anuales, tratándose de infracciones que importen deficiencias en la calidad, continuidad u obligatoriedad de los servicios, cobros indebidos, trato económico discriminatorio a los usuarios, deficiencias en la atención de los reclamos de los usuarios, daño a las redes u obras generales de los servicios, o incumplimiento de la obligación de entregar información requerida por la Superintendencia en conformidad a la ley.





	b) De ciento una a mil unidades tributarias anuales, cuando se trate de infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente la salud de la población, o que afecten a la generalidad de los usuarios de los servicios.





	c) De cuarenta a doscientas unidades tributarias anuales, cuando se trate de infracciones cometidas por los prestadores de servicios sanitarios, que importen el no acatamiento de las obligaciones y plazos establecidos por la ley respecto de las concesiones a que se refiere el decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, así como de las órdenes escritas y requerimientos, debidamente notificados, y plazos fijados por la Superintendencia de Servicios Sanitarios, en ejercicio de las atribuciones que la ley le encomiende, en relación con materias de su competencia.





	d) De ciento una a mil unidades tributarias anuales cuando se trate de infracciones relativas a la entrega de información falsa o manifiestamente errónea.





	e) De ciento una a diez mil unidades tributarias anuales cuando se trate del incumplimiento del plan de desarrollo aprobado por la Superintendencia.





	f) De ciento una a dos mil unidades tributarias anuales cuando se trate de la entrega o uso indebido de la información privilegiada.





	Los establecimientos ya sean industriales o mineros que incurrieren en alguna infracción a las leyes, reglamento y demás normas relacionadas con las descargas de residuos industriales líquidos o en  incumplimiento de las instrucciones, órdenes y resoluciones que dicte la Superintendencia, podrán ser objeto de la aplicación por ésta, sin perjuicio de las establecidas específicamente en esta ley o en otros cuerpos legales o reglamentarios, de alguna de las siguientes sanciones:





	1. Multa a beneficio fiscal en los siguientes casos:





	a) De veinte a cien unidades tributarias anuales, tratándose de los responsables de descargas de residuos industriales que no cumplan con la normativa vigente.





	b) De ciento una a mil unidades tributarias anuales, cuando se trate de infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente la salud de la población, o que afecten a la generalidad de los usuarios de los servicios.





	2. Clausura en los siguientes casos: Cuando los establecimientos ya sean industriales o mineros, no implementen dentro del plazo establecido, los sistemas de tratamiento de residuos industriales líquidos, aprobados por decreto supremo y, o cuando los establecimientos ya sean industriales o mineros cometan infracciones que pongan en peligro o afecten gravemente la salud de la población por reiterados vaciamientos de residuos industriales líquidos sin tratar a cursos o masas de aguas superficiales y, o subterráneas, en que existan captaciones para servicios de agua potable, aguas abajo del lugar del vaciamiento (vertido) o se cause perjuicios a la agricultura o ganadería establecida. La clausura podrá afectar la totalidad del establecimiento o a parte de sus instalaciones.





	Las multas señaladas en este artículo podrán aumentarse hasta el doble del monto mayor señalado en cada caso, cuando se trate de infracciones reiteradas. Podrá acumularse la sanción de multa a cualquiera de las otras contempladas en este artículo.".".








	Las Comisiones Unidas, además de manifestar desde ya su desaprobación al aumento que se propone respecto de las multas que se imponen a los prestadores de servicios sanitarios, fueron de opinión de que los distintos temas planteados en esta enmienda requieren ser analizados en la Comisión Mixta, dado el hecho de no ser posible en este trámite obtener coincidencia en torno a todos ellos, razón por la cual rechazaron la enmienda, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos  Comisiones, y Urenda.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, agregó los siguientes números 9, 10 y 11, nuevos:





	"9.- Incorpóranse, a continuación del artículo 11, los siguientes artículos 11 A, 11 B y 11 C, nuevos:


	"Artículo 11 A.- Los funcionarios de la entidad normativa designados como fiscalizadores de un servicio sanitario tendrán la calidad de ministros de fe y gozarán de amplias atribuciones para su cometido, debiendo los prestadores otorgarles el máximo de facilidades para el desarrollo de su función.





	Los hechos establecidos por dichos ministros de fe constituirán una presunción legal.





	Artículo 11 B.- El gerente de una entidad fiscalizada o la persona que haga sus veces dará cuenta al directorio, en la próxima reunión que éste celebre, de toda comunicación recibida del Superintendente y de ello se dejará testimonio en el acta de la sesión.





	En los casos en que el Superintendente lo pida en la comunicación, ella será insertada íntegramente en el acta.





	Artículo 11 C.- Los directores, gerentes, funcionarios, empleados o auditores externos de una entidad sometida a la fiscalización de la Superintendencia que alteren o desfiguren antecedentes o datos, correspondencia u otro documento cualquiera o que oculten o destruyan estos elementos, con el fin de dificultar, desviar o eludir la fiscalización que corresponda ejercer a la Superintendencia de acuerdo con la ley, serán castigados con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.





	La misma pena se les aplicará si, con el mismo fin, proporcionan, suscriben o presentan esos elementos de juicio alterados o desfigurados.".





	10.- Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:


	"Artículo 12.- Las sanciones serán aplicadas por resolución del Superintendente.





	Las multas impuestas por la Superintendencia deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de la notificación de la resolución respectiva.".





	11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 13:





	a) Sustitúyese, en su inciso primero, la palabra "multa" por el vocablo "sanción".





	b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:





	"La notificación de la reclamación suspenderá la aplicación de la sanción, sin perjuicio de que, en el caso de las multas, los reajustes e intereses a que se refiere el artículo 16 se devenguen desde el undécimo día de notificada la resolución del Superintendente que aplicó la sanción.".".








	En atención a las mismas razones dadas con ocasión del rechazo de la modificación al número 7, y por igual votación, las Comisiones Unidas rechazaron la enmienda consistente en agregar los números 9, 10 y 11, nuevos, antes transcritos.








- - - 





Número 8 Senado


(Número 12 Cámara de Diputados)





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un número 8 que agrega el siguiente Título V, nuevo:





“Título V


De la información





	Artículo 27.- El Superintendente podrá solicitar a las personas sometidas a su fiscalización, regular o eventualmente, la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones legales y también para fines estadísticos.





	El ejercicio de la facultad señalada precedentemente no podrá afectar las normas vigentes sobre secreto profesional, secreto y reserva y demás operaciones a las que la ley dé el carácter de confidencial.





	Artículo 28.- El Superintendente podrá citar a declarar a los representantes, directores, administradores, asesores y dependientes de las entidades fiscalizadas, respecto de algún hecho cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones. No estarán obligadas a concurrir a declarar las personas indicadas en el artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, a las cuales la Superintendencia deberá pedir declaración por escrito.





	El Superintendente podrá requerir de la justicia ordinaria, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento, sin causa justificada, no concurran a declarar la aplicación del procedimiento de apremio contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario. 





	Artículo 29.- La Superintendencia deberá disponer de toda la información  utilizada para la fijación tarifaria, en particular las bases de los estudios, los estudios presentados por las prestadoras, los estudios y análisis de la Superintendencia, los informes de los peritos, los planes de desarrollo actualizados, los avances de obra y toda otra información de interés para los urbanizadores y usuarios del servicio sanitario, dando las facilidades necesarias para su conocimiento y para su reproducción, con cargo al interesado. Igual obligación regirá para los informes periódicos a que alude la letra j) del artículo 4º.





	Artículo 30.- La Superintendencia tendrá la obligación de mantener actualizada una base de datos técnicos de cada sistema sanitario establecido bajo concesión, que incluya los parámetros básicos necesarios para estimar los costos de cada sistema, reales y optimizados.”.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, efectuó en el número 8, que pasa a ser 12, las siguientes enmiendas:





	a) En el artículo 27 intercaló, en el inciso primero, a continuación del vocablo "fiscalización", la expresión "y a las relacionadas que mantienen transacciones con aquéllas".





	b) En el artículo 28 agregó, en el inciso primero, en seguida de la voz "fiscalizadas", la expresión "o de las relacionadas que mantienen transacciones con éstas".





	c) En el artículo 29 sustituyó el vocablo "peritos" por "expertos".





	d) La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, consultó, a continuación del artículo 30, los siguientes artículos 31 y 32, nuevos:





	"Artículo 31.- Cada dos años, la Superintendencia deberá realizar un estudio destinado a evaluar comparativamente el desempeño de las empresas prestadoras sometidas a su fiscalización, en aspectos tales como la calidad de la prestación del servicio, el nivel de inversiones y la atención de los usuarios.





	El estudio deberá contar con una adecuada representatividad estadística y podrá ser desarrollado por una o más empresas independientes de reconocido prestigio.





	Los resultados del estudio comparativo serán públicos y deberán incluir una escala ordenada de las empresas en cada factor evaluado.  Los principales resultados deberán ser publicados por la Superintendencia en forma destacada en al menos dos diarios de circulación nacional.





	Artículo 32.- En las sedes regionales y demás oficinas que la Superintendencia establezca por sí o habilite mediante convenio, se recibirán y tramitarán las consultas o los reclamos de los usuarios que no hayan sido resueltos por la respectiva prestadora, sin perjuicio de las demás funciones que el Superintendente determine realizar.".








	Respecto de las modificaciones introducidas a los artículos 27 y 28, los HH. Senadores señora Feliú y señor Prat manifestaron su desaprobación a las mismas, dado que entienden, por una parte, que significa dejar de lado el concepto de empresa modelo, y, por otra, que no cabe exigir a las empresas relacionadas que mantienen transacciones con las prestadoras del servicio que se sometan a la fiscalización de la Superintendencia.





	El H. Senador señor Urenda adhirió al planteamiento anterior, sosteniendo que le parecía complicado establecer que el solo hecho de efectuar un negocio con una empresa de agua potable pueda sujetar a control por parte de la Superintendencia.





	Los mismos señores Senadores hicieron notar que si la inspiración de la norma propuesta es la desconfianza ella será ineficaz, porque es con las empresas relacionadas donde hay mayor posibilidad de cometer engaño, si hay voluntad de ello.





	Los personeros del Ejecutivo señalaron que la intención de la modificación planteada no es abandonar el concepto de empresa modelo, explicando que en tal esquema se eliminan todas las ineficiencias históricas, tanto en las soluciones técnicas como en la administración de la empresa, pero una vez que ella está modelada deben incorporarse los costos reales.





	En atención a lo expuesto, y por las razones ya indicadas, las Comisiones Unidas rechazaron las dos primeras enmiendas efectuadas al número 8 del texto del Senado, consistentes en modificar los artículos 27 y 28 del nuevo Título V que se agregó a la Ley Nº 18.902. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda.





	Las Comisiones Unidas aprobaron la tercera enmienda introducida por la Cámara de Diputados al numeral 8, consistente en la sustitución, en el artículo 29, del vocablo "peritos" por el de "expertos". El acuerdo se adoptó por la misma unanimidad registrada respecto del rechazo de las dos primeras enmiendas al número 8.








	Los personeros del Ejecutivo hicieron presente a las Comisiones Unidas que el objetivo del estudio comparativo del desempeño de las empresas prestadoras a que alude el artículo 31 que propone incluir la Cámara de Diputados es poner el resultado del mismo en antecedentes de la opinión pública y de los accionistas minoritarios de aquellas que se transan en la bolsa, lo que les da la posibilidad de actuar en el mercado tanto sobre la empresa como sobre el regulador.





	La H. Senadora señora Feliú opinó que las consecuencias de una norma como la propuesta podían ser graves, insistiendo en que la Superintendencia tiene facultades de fiscalización y puede en casos de infracción aplicar la sanción correspondiente, pero que no debe, a su juicio, el Estado, con la fe del Estado, tener la participación que se le pretende atribuir con la disposición que plantea la enmienda.





	El H. Senador señor Prat estimó que estudios como el que se estaría obligando a realizar a la Superintendencia en el nuevo artículo 31 son propios de análisis de mercado que si el Estado desea hacer debe encargar a otros organismos, que son más apropiados para tal fin, como lo sería, por ejemplo, el Servicio Nacional del Consumidor. Sostuvo, asimismo, que en su parecer, con una norma como la propuesta por la Cámara de Diputados se perjudica la imagen técnica y objetiva que debe mantener la Superintendencia, imprimiéndole, por el contrario, rasgos característicos de una entidad abierta a la sensibilidad del mercado. Agregó, además, que le parece innecesario el artículo 32 propuesto, dado que sus disposiciones corresponden a facultades que ya posee la Superintendencia.





	El H. Senador señor Urenda manifestó que encuentra inconveniente la norma que se pretende agregar, puesto que se busca comparar lo incomparable, ya que no existiría homogeneidad en las empresas que se va a evaluar, ni en las condiciones en que éstas operan, observando además que se trata de comparar elementos de gran subjetividad, lo que reviste gran peligro.





	Por las razones anteriormente expuestas, las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda, rechazaron la enmienda de la Cámara de Diputados consistente en la inclusión de los artículos 31 y 32, nuevos.











Número 9 Senado





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como número 9 uno que agrega el siguiente Título VI, nuevo:





“TITULO VI


De los Recursos





	Artículo 31.- El plazo para la interposición del recurso de reposición establecido en el artículo 9º de la ley Nº 18.575 será de cinco días hábiles contado desde la notificación de la resolución reclamada y la Superintendencia dispondrá de otros cinco días hábiles para resolver.





	La interposición de este recurso suspenderá el plazo para reclamar de ilegalidad cuando se trate de las materias por las cuales procede dicho recurso.





	Artículo 32.- Las personas o entidades que estimen que los actos administrativos que realice la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o normas que le compete aplicar y ello les cause perjuicio, podrán reclamar de dichos actos ante la Corte de Apelaciones de Santiago, para lo cual el reclamante señalará en su escrito, con precisión, la disposición que supone infringida, la forma en que se ha producido la infracción y las razones por las cuales ésta lo perjudica.





	La reclamación deberá interponerse dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la notificación del acto reclamado.





	Interpuesta la reclamación la Corte de Apelaciones dará traslado de ella por seis días hábiles a la Superintendencia, notificándole esta resolución por oficio.





	Cuando se pueda afectar la calidad o la continuidad del servicio la interposición del recurso no suspenderá los efectos del acto reclamado ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.





	Evacuado el traslado por la Superintendencia, o acusada la rebeldía, la Corte dictará sentencia en el término de quince días. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno.”








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó el número 9 despachado por el Senado.








	Las Comisiones Unidas estimaron fundamental mantener el Título relativo a Recursos que fue aprobado por el Senado y luego la Cámara de Diputados desestimó.





	Los representantes del Ejecutivo, por su parte, señalaron que para éste también reviste importancia la conservación de tal Título en la ley.





	En atención a lo expuesto las Comisiones Unidas rechazaron la supresión del número 9. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, consultó el siguiente número 13, nuevo:





	"13.- Incorpórase el siguiente artículo 2º transitorio, nuevo, pasando el actual artículo transitorio a ser artículo 1º transitorio:





	"Artículo 2º transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de ciento ochenta días a contar de la fecha de publicación de la presente ley, fije, sin sujeción a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 9º de la ley N° 18.834, por decreto expedido a través del Ministerio de Obras Públicas, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, la dotación máxima legal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios.".".








	La H. Senadora señora Feliú observó que el precepto propuesto es de dudosa constitucionalidad pues implica gasto y por ende el proyecto debería señalar la fuente de recursos para hacer frente a tal gasto, lo que no se da en la especie.





	El H. Senador señor Prat, por su parte, junto con señalar su desacuerdo con la facultad otorgada al Presidente de la República, hizo presente a las Comisiones Unidas que cree que al estar indeterminada es de costo indeterminado y, por lo tanto, inconstitucional.





	Las Comisiones Unidas rechazaron la inclusión del número 13, nuevo, propuesta por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda.





- - - 








ARTICULO CUARTO





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo cuarto que sustituye el inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 18.885 -que autoriza al Estado para desarrollar actividades empresariales en materia de agua potable y alcantarillado y dispone la constitución de sociedades anónimas para tal efecto- por los siguientes:





	"La suma de las acciones del Fisco y de la Corporación de Fomento de la Producción no podrá ser inferior al 35% de las acciones de cada una de las sociedades señaladas en el artículo anterior, mientras no exista una desconcentración suficiente del capital de la respectiva sociedad.





	Se entenderá que existe un grado de desconcentración suficiente de la propiedad accionaria, cuando a lo menos el 35% del capital accionario con derecho a voto de la sociedad pertenezca a un mínimo de 10 accionistas, excluidos aquéllos que, individualmente o con personas con quien tengan acuerdo de actuación conjunta, excedan del 10% del capital.





	Se entenderá también que existe un grado suficiente de desconcentración de la propiedad, cuando la sociedad haya incorporado a sus estatutos un compromiso de desconcentración en los siguientes términos:





	a) El acuerdo de la junta de accionistas para la incorporación del pacto de desconcentración requerirá del voto conforme de a lo menos la mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto y no podrá ser modificado mientras la sociedad sea titular de la respectiva concesión de servicios sanitarios.





	b) El acuerdo contemplará que a lo menos el 35% del capital accionario con derecho a voto de la sociedad deba pertenecer a un mínimo de 10 accionistas excluidos aquéllos que, individualmente o con personas con quienes tengan acuerdo de actuación conjunta, excedan del 10% del capital.





	c) En el compromiso se podrán establecer plazos para el cumplimiento gradual de la desconcentración, los que no podrán superar los tres años, contados desde la fecha en que se acuerde el pacto de desconcentración.





	d) Si acordado el pacto de desconcentración se produjere una adquisición o enajenación de acciones que signifique superar el límite de concentración permitido, la sociedad dispondrá de un plazo de sesenta días para regularizar la situación producida. En caso de mantenerse el exceso, los accionistas mayoritarios deberán enajenar en remate en Bolsa de Valores, dentro de los treinta días siguientes, aquella proporción de sus acciones que permita cumplir con el compromiso.





	A las empresas prestadoras que estén en la categoría señalada en la letra c) del inciso primero del artículo 63º del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, no les serán aplicables las limitaciones contenidas en los tres incisos anteriores.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo cuarto aprobado por el Senado por otro que se limita a sustituir, en el inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 18.885, el guarismo "51%" por "35%".








	En atención a que la materia de que tratan el ARTÍCULO CUARTO aprobado por el Senado y la enmienda introducida por la Cámara de Diputados se relaciona estrechamente con el tema del 35% de propiedad estatal de las empresas sanitarias, que, como se señaló al dar la explicación del acuerdo respecto del rechazo de la supresión del numeral 30 del ARTÍCULO PRIMERO, es un asunto que las Comisiones Unidas optaron por llevar a la Comisión Mixta, fue rechazada la sustitución del ARTÍCULO CUARTO. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones Unidas, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda.








ARTICULO QUINTO





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo quinto un precepto que agrega, en el artículo 4° de la ley Nº 18.777 -que autoriza al Estado para desarrollar actividades empresariales en materia de agua potable y alcantarillado y dispone la constitución de sociedades anónimas para tal efecto- los siguientes incisos, nuevos:





	"La suma de las acciones del Fisco y de la Corporación de Fomento de la Producción no podrá ser inferior al 35% de las acciones de cada una de las sociedades señaladas en el artículo anterior, mientras no exista una desconcentración suficiente del capital de la respectiva sociedad.





	Se entenderá que existe un grado de desconcentración suficiente de la propiedad accionaria, cuando a lo menos el 35% del capital accionario con derecho a voto de la sociedad pertenezca a un mínimo de 10 accionistas, excluidos aquéllos que, individualmente o con personas con quien tengan acuerdo de actuación conjunta, excedan del 10% del capital.





	Se entenderá también que existe un grado suficiente de desconcentración de la propiedad, cuando la sociedad haya incorporado a sus estatutos un compromiso de desconcentración en los siguientes términos:





	a) El acuerdo de la junta de accionistas para la incorporación del pacto de desconcentración requerirá del voto conforme de a lo menos la mayoría absoluta de las acciones emitidas con derecho a voto y no podrá ser modificado mientras la sociedad sea titular de la respectiva concesión de servicios sanitarios.





	b) El acuerdo contemplará que a lo menos el 35% del capital accionario con derecho a voto de la sociedad deba pertenecer a un mínimo de 10 accionistas excluidos aquéllos que, individualmente o con personas con quienes tengan acuerdo de actuación conjunta, excedan del 10% del capital.





	c) En el compromiso se podrán establecer plazos para el cumplimiento gradual de la desconcentración, los que no podrán superar los tres años, contados desde la fecha en que se acuerde el pacto de desconcentración.





	d) Si acordado el pacto de desconcentración se produjere una adquisición o enajenación de acciones que signifique superar el límite de concentración permitido, la sociedad dispondrá de un plazo de sesenta días para regularizar la situación producida. En caso de mantenerse el exceso, los accionistas mayoritarios deberán enajenar en remate en Bolsa de Valores, dentro de los treinta días siguientes, aquella proporción de sus acciones que permita cumplir con el compromiso.





	A las empresas prestadoras que estén en la categoría señalada en la letra c) del inciso primero del artículo 63º del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, no les serán aplicables las limitaciones contenidas en los tres incisos anteriores.".








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó el artículo quinto aprobado por el Senado por el siguiente:





	"ARTICULO QUINTO.- Agrégase, en el artículo 4° de la ley Nº 18.777, el siguiente inciso, nuevo:





	"En ningún caso la suma de las acciones del Fisco y de la Corporación de Fomento de la Producción podrá ser inferior al 35% de las acciones de la sociedad respectiva.".".








	Las Comisiones Unidas rechazaron el reemplazo del ARTÍCULO QUINTO por la misma razón y votación consignados respecto del rechazo de la sustitución del ARTÍCULO CUARTO.








ARTÍCULO SEXTO





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo sexto que consta de cuatro incisos.





	El primer inciso dispone que los trabajadores de las empresas concesionarias de servicios sanitarios filiales de la Corporación de Fomento de la Producción podrán adquirir acciones en la sociedad en la cual laboran mediante la indemnización por años de servicio a la cual tengan derecho.





	El segundo inciso preceptúa que, adicionalmente, la referida Corporación otorgará un crédito  a dichos trabajadores, hasta por un monto equivalente a su indemnización por años de servicio, para la adquisición de acciones de la empresa en la cual se desempeñan, las que se constituirán en garantía prendaria del acreedor.





	El tercer inciso establece que las acciones serán valoradas para efectos de la aplicación de este artículo según su valor económico y el total adquirido mediante estos mecanismos no podrá superar el 10% del total de acciones de cada sociedad.





	El cuarto inciso deroga los artículos 10 de la ley Nº 18.777 y 11 de la ley Nº 18.885.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó, en el inciso primero del artículo sexto aprobado por el Senado, las palabras "filiales de la Corporación de Fomento de la Producción" por la expresión "en las que la Corporación de Fomento de la Producción controle más del 50% de su capital con derecho a voto".








	Los representantes del Ejecutivo explicaron que la enmienda encuentra su justificación en la circunstancia de que existe un error de denominación en el texto del Senado, ya que "filial" es un término que se usa respecto de las sociedades anónimas, y la CORFO no lo es.





	Vuestras Comisiones Unidas, con el objeto de revisar en la Mixta el carácter indefinido de la norma que aprobó el Senado, rechazaron la enmienda. El acuerdo se adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda.








ARTÍCULO OCTAVO





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo octavo una norma que consta de tres incisos.





	Su inciso primero establece que no obstante lo dispuesto en el inciso final del artículo 25 de la ley N° 6.640, las empresas filiales de la Corporación de Fomento de la Producción a que se refiere la presente ley podrán dividirse en una o más sociedades siempre que dichas empresas, creadas mediante división, no desarrollen objetos sociales que estén fuera de la autorización concedida para desarrollar actividades empresariales a la respectiva  sociedad que se divide o exceda los términos de dicha autorización.





	Su inciso segundo señala que la participación del Estado, sus organismos o sociedades en que tenga participación, en las referidas nuevas empresas, transcurridos dos años desde su constitución, no podrá ser superior al 49% del capital social. Añade que transcurridos cuatro años, dicha participación no podrá superar el 35%.





	Su inciso tercero dispone que en caso de incumplimiento de lo señalado, al exceso accionario le será aplicable lo dispuesto en la ley N° 18.965. Agrega que para estos efectos se entenderá que el exceso se produce en la empresa con menor participación estatal. Si todas las nuevas sociedades tienen igual participación del Estado la referida sanción se aplicará al total de empresas.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, desechó el artículo octavo recién descrito.





	Los personeros del Ejecutivo informaron a las Comisiones Unidas que el rechazo de la norma aprobada por el Senado se produjo en la Cámara de Diputados por no haberse alcanzado el quórum necesario para su aprobación.





	El H. Senador señor Prat recordó que el ARTÍCULO OCTAVO buscaba en su origen dividir las empresas supuestamente para venderlas, pero que no había obligación de vender. Agregó que el Senado introdujo disposiciones que obligan a vender y que, por ende, la discusión acerca de la enmienda debía decir relación con la mayor o menor conveniencia de la venta fraccionada o en conjunto, pronunciándose él partidario del mecanismo por el que habría optado la Cámara de Diputados, que es el regular, de las ventas sin división.








	Las Comisiones Unidas aprobaron la supresión del ARTÍCULO OCTAVO efectuada por la Cámara de Diputados. El acuerdo se adoptó con los votos favorables de los HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat y Siebert, también como miembro de las dos Comisiones. Se pronunció en contra de la enmienda el H. Senador señor Urenda.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, agregó los siguientes artículos NOVENO, DÉCIMO y UNDÉCIMO, nuevos:





	"ARTICULO NOVENO.- Los concesionarios de servicios sanitarios estarán sujetos a una patente anual de beneficio fiscal como contraprestación al derecho de explotar la concesión. Dicho cobro tendrá un valor anual equivalente a 4,5 unidades tributarias anuales por cada mil clientes conectados a las redes de agua potable y alcantarillado y deberá ser pagado en su equivalente en pesos en el mes de marzo de cada año.





	ARTICULO DECIMO.- Establécese, para el personal de planta y a contrata de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, una bonificación de estímulo por desempeño, que se regulará por las normas que pasan a expresarse:





	a) La bonificación se pagará anualmente al 30% de los funcionarios de cada planta, de mejor desempeño durante el año anterior.





	b) Para estos efectos, se considerará el resultado de las calificaciones que hayan obtenido los funcionarios, de conformidad con las disposiciones de la ley Nº 18.834.





	c) La bonificación será equivalente a los siguientes porcentajes, calculados sobre la suma del sueldo base del grado en que esté nombrado o contratado el funcionario, más la asignación de fiscalización dispuesta en el decreto ley Nº 3.551, de 1980, conforme a los tramos decrecientes que se señalan:





	i.- 10% para el quince por ciento de los funcionarios de cada planta de personal mejor evaluados por la Junta Calificadora Central.





	ii.- 5% para los funcionarios que les sigan en orden descendente de evaluación, hasta completar el 30% de los mejor evaluados de cada planta.





	d) Para tener derecho al beneficio, los funcionarios deberán, necesariamente, estar calificados en lista Nº 1, de Distinción o en lista Nº 2, Buena.





	e) Los beneficiarios de la bonificación sólo tendrán derecho a percibirla durante el año inmediatamente siguiente al del respectivo proceso calificatorio.





	f) La bonificación será pagada a los funcionarios en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre del año en que comience a regir el escalafón del Servicio. El monto a pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo, como resultado de la aplicación mensual de los porcentajes establecidos en la letra c).





	g) Los montos que los funcionarios perciban por este concepto no serán considerados remuneración para ningún efecto legal y, en consecuencia, no serán imponibles. No obstante, para fines tributarios se considerarán rentas del Nº 1 del artículo 42 de la ley sobre Impuesto a la Renta, entendiéndose, para estos efectos, que la cantidad pagada en cada cuota se ha devengado por partes iguales en cada mes del trimestre calendario respectivo.





	h) No tendrán derecho a esta bonificación quienes no hayan sido calificados por cualquier causa en el respectivo período.





	No obstante, el Superintendente y los miembros de la Junta Calificadora Central tendrán derecho, por concepto de este beneficio, al 5% de las remuneraciones mencionadas en la letra c) de este artículo.





	A los delegados del personal ante las juntas calificadoras y a los directores de las asociaciones de funcionarios, se les considerará para estos efectos su calificación anterior, a menos que soliciten ser calificados de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 29 de la ley Nº 18.834 o en el inciso tercero del artículo 25 de la ley Nº 19.296, sujetándose en todo a las normas generales del presente artículo.





	Los beneficiarios a que se refiere esta letra no serán considerados para computar el 30% de los funcionarios a que se refiere la letra a) precedente.





	i) El beneficiario que por ascenso o cualquier otro motivo cambie de grado con posterioridad al afinamiento del proceso calificatorio, percibirá la bonificación en relación con las remuneraciones que estaba percibiendo en el cargo en que fue calificado, sin perjuicio de los reajustes legales de remuneraciones que pudieren corresponderles.





	j) Los funcionarios con derecho a percibir el beneficio, que durante su vigencia sean sancionados con alguna de las medidas disciplinarias establecidas en el artículo 116 de la ley Nº 18.834, serán excluidos del pago de la bonificación a contar de la aplicación de la medida y por el lapso que reste para completar el período anual respectivo.





	k) El reglamento establecerá las normas de desempate en casos de igual evaluación, los mecanismos de reclamación de los funcionarios cuando estimen afectado su derecho a la bonificación y las demás disposiciones necesarias para la cabal aplicación de este artículo.





	ARTICULO UNDECIMO.- Modifícase el artículo 71° ley N° 16.742, de la siguiente manera:





	1. En el inciso segundo:





	- Intercálase a continuación de la palabra "financieros" la frase "reembolsables y no reembolsables", y  agrégase entre las expresiones "fondos," y "pero" la frase "pudiendo invertir los remanentes en obras de infraestructura, de equipamiento comunitario y de desarrollo social,".





	2. Agrégase en el inciso final, a continuación de la palabra "municipal" suprimiéndose el punto(.) lo siguiente: "y tendrá la calidad de concesionaria respecto del alcance del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988.".".








	Las Comisiones Unidas, sin perjuicio de manifestar desde ya su apoyo a la bonificación de estímulo por desempeño para el personal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, rechazaron la incorporación de los nuevos artículos NOVENO, DÉCIMO y UNDÉCIMO propuestos por la Cámara de Diputados, para tener oportunidad de revisarlos en la Comisión Mixta. El acuerdo se adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda.





- - - 








DISPOSICIONES TRANSITORIAS





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó tres artículos transitorios.





ARTICULO 1º TRANSITORIO





	El artículo 1º transitorio aprobado por el Senado en primer trámite consta de dos incisos.





	Su primer inciso establece que las disposiciones de la presente ley regirán desde su publicación en el Diario Oficial y serán aplicables a todas las empresas que intervengan en el sector sanitario, cualquiera sea su naturaleza jurídica o propiedad.





	Su inciso segundo preceptúa que sin perjuicio de lo anterior, los artículos 63º, 64º y 66º del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, introducidos por el número 28 del artículo primero de esta ley, no serán aplicables a las prestadoras de servicios sanitarios que sean filiales de la Corporación de Fomento de la Producción, en tanto mantengan tal situación. Añade que tampoco serán aplicables dichos artículos a la referida Corporación ni al Fisco en su calidad de accionistas de empresas concesionarias de servicios sanitarios.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, suprimió el inciso segundo del artículo primero transitorio.





	Las Comisiones Unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda, rechazaron la modificación efectuada por la Cámara de Diputados, para poder concordar el precepto en la Comisión Mixta en conformidad con lo que allí se resuelva respecto del numeral 30 del ARTÍCULO PRIMERO.








ARTICULO 2º TRANSITORIO





	El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó como artículo 2º transitorio una disposición, compuesta de cuatro incisos, que regula lo relativo a las concesionarias de servicios sanitarios que a la fecha de publicación de la ley sean filiales de la Corporación de Fomento de la Producción.





	El inciso primero del artículo en discusión señala que las entidades recién aludidas estarán obligadas a prestar asistencia técnica y administrativa a los servicios de Agua Potable Rural de sus respectivas regiones, así como llevar a cabo las actividades necesarias para la ejecución de obras de rehabilitación, mejoramiento y construcción de nuevos servicios. Dispone que para dicho efecto se considerará que estas actividades son las contenidas en el artículo 24 del decreto con fuerza de ley N° 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas y que dichas actividades se formalizarán a través de convenios con el Ministerio de Obras Públicas.





	El inciso segundo preceptúa que la obligación de las empresas concesionarias establecida en el inciso anterior, mantendrá su vigencia hasta que se dicte la ley que regule la institucionalidad y gestión de los sistemas de agua potable rural y expresamente las exima de esta obligación.





	El inciso tercero prescribe que el costo que implique el ejercicio de estas actividades será de cargo del Estado, quien proporcionará los fondos a través del Ministerio de Obras Públicas, entidad encargada de incluir los montos correspondientes en su presupuesto anual y fiscalizar el cumplimiento del programa acordado con las concesionarias.





	Finalmente, el inciso cuarto dispone que en caso de discrepancia entre las empresas y el Ministerio de Obras Públicas respecto a los términos de los convenios y sus costos, ésta será resuelta, sin ulterior recurso, por una comisión de tres expertos, nominados uno por el prestador, otro por el Ministerio de Obras Públicas y un tercero elegido de común acuerdo entre ambos, indicando que los honorarios de la Comisión se pagarán por mitades entre el Ministerio de Obras Públicas y el prestador.








	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo al artículo 2º transitorio despachado por el Senado las siguientes modificaciones:





	a) Reemplazó en el inciso primero la frase "Las concesionarias de servicios sanitarios que, a la fecha de publicación de esta ley, sean filiales de la Corporación de Fomento de la Producción, estarán obligadas" por la siguiente oración: "Las concesionarias de servicios sanitarios en las que, a la fecha de publicación de esta ley, el Estado, directamente o por intermedio de sus empresas o instituciones descentralizadas, fuere controlador, estarán obligadas, si así las requiere el Ministerio de Obras Públicas,".





	b) Agregó el siguiente inciso final, nuevo:


	"Las empresas concesionarias podrán cumplir la obligación dispuesta en este artículo a través de filiales especialmente constituidas para estos efectos.".








	Las Comisiones Unidas aprobaron estas enmiendas por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, también como miembro de las dos Comisiones, y Urenda.








- - - 





	La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, consultó el siguiente ARTICULO 4° transitorio, nuevo:





	"ARTICULO 4º TRANSITORIO.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 5º de la ley Nº 18.902, el Superintendente dispondrá del plazo de un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley.".








	Las Comisiones Unidas rechazaron la inclusión del artículo precedentemente transcrito, como consecuencia del rechazo anterior de la enmienda introducida por la Cámara de Diputados al número 5 del ARTÍCULO TERCERO aprobado por el Senado. El acuerdo se adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Feliú, como integrante de ambas Comisiones, y señores Prat, Siebert, como miembro de las dos Comisiones, y Urenda.








- - - 











	En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestras Comisiones Unidas de Economía y Obras Públicas tienen el honor de proponeros que adoptéis los siguientes acuerdos respecto de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto aprobado por el Senado:





ARTICULO PRIMERO





Número 2 Senado





	Rechazar su sustitución. (Unanimidad 6-0).





- - - 





	Rechazar la inclusión de un número 4, nuevo. (Los acuerdos fueron adoptados por mayoría de votos en relación con la letra a) (6-4) y por unanimidad respecto de la letra b) (10-0)).





- - - 





Número 5 Senado


(Número 6 Cámara de Diputados)





	Rechazar la enmienda a este número. (Unanimidad 10-0).





Número 7 Senado


(Número 8 Cámara de Diputados)





	Rechazar la modificación a este numeral. (Mayoría de votos 6-4).





Número 8 Senado


(Número 9 Cámara de Diputados)





	Rechazar las enmiendas introducidas a este número. (Mayoría de votos 5-1).





Número 9 Senado


(Número 10 Cámara de Diputados)





	Rechazar la modificación  efectuada a este numeral. (Unanimidad 6-0).





- - - 





	Rechazar la inclusión de un número 11, nuevo, propuesta por la Cámara de Diputados. (Unanimidad 8-0).





- - - 








Número 10 Senado


(Número 12 Cámara de Diputados)





	Rechazar su sustitución. (Mayoría de votos 6-2).





Número 11 Senado


(Número 13 Cámara de Diputados)





	Rechazar la modificación efectuada a este número. (Unanimidad 6-0).





Número 13 Senado


(Número 15 Cámara de Diputados)





	Rechazar la supresión de la letra a). (Unanimidad 6-0).





	Rechazar las enmiendas que se refieren a consultar una letra a), nueva, y a la sustitución de la letra b). (Unanimidad 6-0).





Número 14 Senado


(Número 16 Cámara de Diputados)





	Rechazar su reemplazo. (Unanimidad 6-0).





- - - 





	Rechazar la inclusión de un número 17, nuevo. (Unanimidad 6-0).





- - - 











Número 15 Senado


(Número 18 Cámara de Diputados)





	Rechazar su sustitución. (Unanimidad 8-0)





- - - 





Número 19, nuevo, Cámara de Diputados





	Rechazar la inclusión de un número 19, nuevo. (Unanimidad 8-0).





- - - 








Número 17 Senado





	Rechazar la supresión de este número. (Unanimidad 8-0).








Número 18 Senado





	Rechazar su eliminación. (Unanimidad 8-0).





Número 19 Senado


(Número 21 Cámara de Diputados)





	Aprobar las enmiendas introducidas a este numeral. (Unanimidad 8-0).








Número 20 Senado


(Número 22 Cámara de Diputados)





	Rechazar las modificaciones introducidas a este número. (Unanimidad 8-0).








Número 21 Senado


(Número 23 Cámara de Diputados)





	Rechazar la intercalación propuesta. (Unanimidad 8-0).








- - - 





Número 24, nuevo, Cámara de Diputados





	Rechazarlo. (Unanimidad 10-0).





- - - 





Número 23 Senado


(Número 26 Cámara de Diputados)





	Rechazar la sustitución de este número. (Mayoría de votos 5-4)








Número 24 Senado


(Número 27 Cámara de Diputados)





	Aprobar la enmienda efectuada. (Unanimidad  10-0).








Número 30 Senado





	Rechazar la supresión de este número. (Unanimidad 10-0).





- - - 





Número 33, nuevo, Cámara de Diputados





	Aprobar la inclusión del número 33, nuevo. (Unanimidad 9-0).





- - - 








ARTÍCULO SEGUNDO








- - - 





Números 1 y 2, nuevos, Cámara de Diputados





	Rechazarlos. Respecto del número 1 (Unanimidad 9-0), en relación con el número 2 (Mayoría de votos 8-2).





- - - 








Número 2 Senado


(Número 4 Cámara de Diputados)





	Rechazar la sustitución. (Mayoría de votos 6-4).








Número 4 Senado


(Número 6 Cámara de Diputados)





	Rechazar las enmiendas efectuadas. (Mayoría de votos 6-4).








Número 5 Senado


(Número 7 Cámara de Diputados)





	Aprobar las modificaciones. (Mayoría de votos, 5 a favor, 2 en contra y 1 abstención).








Número 6 Senado


(Número 8 Cámara de Diputados)





	Rechazar la enmienda efectuada. (Mayoría de votos 6-2).








Número 7 Senado


(Número 9 Cámara de Diputados)





	Rechazar las enmiendas efectuadas. (respecto de la letra a) mayoría de votos 6-2; en relación con la letra b) unanimidad 8-0).








Número 8 Senado


(Número 10 Cámara de Diputados)





	Aprobar la sustitución efectuada. (Unanimidad 8-0)








Número 9 Senado


(Número 11 Cámara de Diputados)





	Rechazar la modificación. (Unanimidad 8-0).





- - - 





Número 13, nuevo, Cámara de Diputados





	Rechazarlo. (Unanimidad 8-0).





- - - 








Número 11 Senado


(Número 14 Cámara de Diputados)





	Rechazar las enmiendas introducidas. (Mayoría de votos 5-3).














- - - 





Número 17, nuevo, Cámara de Diputados





	Aprobarlo. (Unanimidad 8-0).





- - - 








Número 14 Senado


(Número 18 Cámara de Diputados)





	Rechazar la sustitución. (Unanimidad 8-0).








ARTÍCULO TERCERO





Número 1 Senado





	Rechazar la sustitución. (Mayoría de votos 6-2).





Número 3 Senado





	Rechazar las enmiendas efectuadas. (Unanimidad 6-0).





Número 4 Senado





	Rechazar la modificación efectuada. (Unanimidad 6-0).





Número 5 Senado





	Rechazar su reemplazo. (Unanimidad 6-0).





- - - 





Número 7, nuevo, Cámara de Diputados





	Rechazarlo. (Unanimidad 6-0).





- - - 








Número 7 Senado


(Número 8 Cámara de Diputados)





	Rechazar el reemplazo efectuado. (Unanimidad 6-0)





- - - 





Números 9, 10 y 11, nuevos, Cámara de Diputados





	Rechazarlos. (Unanimidad 6-0).





- - - 





Número 8 Senado


(Número 12 Cámara de Diputados)





	Rechazar las enmiendas introducidas a los artículos 27 y 28, contenidos en este numeral. (Unanimidad 6-0).





	Aprobar la modificación efectuada en el artículo 29. (Unanimidad 6-0).





	Rechazar la introducción en este número de los artículos 31 y 32, nuevos. (Unanimidad 6-0).








Número 9 Senado





	Rechazar la supresión efectuada. (Unanimidad 6-0).





- - - 





Número 13, nuevo, Cámara de Diputados





	Rechazarlo. (Unanimidad 6-0).





- - - 





ARTÍCULO CUARTO





	Rechazar su sustitución. (Unanimidad 6-0).





ARTÍCULO QUINTO





	Rechazar su reemplazo. (Unanimidad 6-0).





ARTÍCULO SEXTO





	Rechazar la modificación efectuada. (Unanimidad 6-0).








ARTÍCULO OCTAVO





	Aprobar su supresión. (Mayoría de votos 5-1).





- - - 





ARTÍCULOS NOVENO, DÉCIMO y UNDÉCIMO, nuevos, Cámara de Diputados





	Rechazarlos. (Unanimidad 6-0).





- - - 








DISPOSICIONES TRANSITORIAS





ARTÍCULO 1º TRANSITORIO





	Rechazar la enmienda efectuada. (Unanimidad 6-0)





ARTÍCULO 2º TRANSITORIO





	Aprobar las modificaciones realizadas. (Unanimidad 6-0).





- - - 





ARTÍCULO 4º TRANSITORIO, nuevo, Cámara de Diputados





	Rechazarlo. (Unanimidad 6-0).





- - - 





























	Acordado en sesiones celebradas los días 2 (dos sesiones), 3, 8, y 9 (dos sesiones) de julio de 1997, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señor Francisco Prat Alemparte (Presidente), señora Olga Feliú Segovia, y señores Sergio Bitar Chacra, Alberto Cooper Valencia, Carlos Ominami Pascual, Bruno Siebert Held, Sergio Páez Verdugo, Beltrán Urenda Zegers y Adolfo Zaldívar Larraín.














	Sala de la Comisión, a 14 de julio de 1997.






























































                               Roberto Bustos Latorre


	                      Secretario
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